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Este  documento corresponde a un agradable ejercicio académico descriptivo 
sobre la integración, organización y funcionamiento de las juntas administradoras 
locales en los Municipios de primera, segunda  categoría según la clasificación 
hecha por la ley y en el  Distrito Capital y en los Distritos Especiales que por la 
naturaleza de su administración mas compleja la interacción de aquellas se da 
bajo otras disposiciones legales y constitucionales. 
 
Necesariamente, no es lo apropiado indicar o reconocer que la reforma dada a la 
organización político-jurídica de la comunidad nacional durante el año 1991, fue la 
causa u origen de la reactivación de las juntas administradoras locales, como 
fundamentación y fortalecimiento de la vida democrática local o en su escenario 
natural como suele identificarse al barrio en los  sectores urbanos, y  al caserío 
perdido en mitad de los campos y distantes de la urbe. 
 
Sin embrago, el nuevo mecanismo de participación ciudadana no lo es tal en los 
dos sentidos; ya que  dicha forma fue considerada, tal vez en la más importante, 
de una de las últimas reformas realizadas al ordenamiento Constitucional 
expedido en 1886 y que en 1968 consagró en el universo normativo legal la 
institución de las juntas administradoras locales que al amparo de la nueva 
estructura del Estado colombiano halló su desarrollo en los términos de la lógica 
complementariedad entre el esquema representativo y el participativo  sin que se 
constituyan un verdadero mecanismo de participación ciudadana en los asuntos 
que son de su interés. 
 
Las juntas administradoras locales propuestas para lograr la interacción de los 
ciudadanos pertenecientes ya a la localidad, comuna y corregimiento con las 
instituciones propias del Estado contribuyen de hecho y de derecho, mera 
intención para la construcción  o mejora del tejido de relaciones ciudadano-
administración pública en pos de hacer viable el ejercicio democrático que sea de 
beneficio común. 
 
Precisamente, el constituyente último en ser convocado y sesionar, retomó en la 
Carta la figura de las juntas administradoras locales, procurando allanar el sendero 
de la participación más que de la representación, promoviendo el interés que debe 
caracterizar, en un sistema democrático, al ciudadano en la administración de su 
entorno inmediato, es decir, el barrio en la localidad o en la comuna y en la vereda 
o paraje del corregimiento como jurisdicción en que las juntas deben intentar 
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realizar su labor constitucional, legal y  administrativa; que desgraciadamente 
quedó en la mera intención del constituyente en razón a la falta de compromiso del 
legislador que  no atendió de manera objetiva la  existencia y funcionamiento de la 
organizaciones comunitarias como colaboradoras del la gestión pública estatal en   
el manejo de los asuntos que le son afines o de su interés. 
 
De igual manera, en el desarrollo del tema se consideró, de manera tangencial, el 
proceso electoral que permite la integración periódica de las corporaciones 
públicas de primer nivel, las Juntas Administradoras Locales; lo concerniente al 
aval electoral otorgado por los partidos o movimientos políticos a los cuales 
pertenecen los aspirantes a ser ungidos con el voto  directo de sus conciudadanos 
y el cumplimento ante la organización electoral misma  de  otros requisitos que 
exige la ley en materia de elecciones. 
 
Este aspecto  resulta de suyo importante ya que en materia de participación 
ciudadana en los asuntos propios de la administración pública, que son de su 
interés no es posible hallar mecanismo que ofrezca mayor idoneidad y motivación 
que los partidos políticos, manifestación que se enmarca en lo pretendido por el 
constituyente del 91 al incluir los partidos políticos, su creación y funcionamiento 























Juntas Administradoras Locales en Colombia, 1991 - 2012. 
 
1.1. DEFINICIÓN DEL PROBLEMA  
 
¿Cómo es la organización, integración y funcionamiento de las Juntas 




Esta investigación nos va a guiar de una manera descriptiva en cuanto a la 
creación, organización y funcionamiento de las juntas administradoras Locales, y 
sobre todo, teniendo en cuenta que si en la realidad las mismas pudieran cumplir a 
cabalidad con sus funciones legales y dar cumplimiento al fin  para la que fueron, 
se lograría esa interacción de  la localidad, las comunas y los corregimientos y el 
mejoramiento en la prestación de los servicios, entonces ahí si se entendería 






Las  Juntas Administradoras Locales nacen de la búsqueda del fortalecimiento y 
fundamentación de la vida democrática local , donde se tiene como fin la 
desconcentración administrativa, mediante la participación de la comunidad en los 
asuntos locales; procurando con esto, que en aquellos sectores  se de la 
oportunidad en la prestación de los servicios propios del Estado a nivel de la 
municipalidad, alcanzando así  beneficios  y asegurando la participación  de la 
ciudadanía en el manejo de los asuntos públicos de carácter local. 
En razón al fin que persiguen, surgen las siguientes reflexiones: 
-¿Será que esta figura (las JAL) ofrecen beneficios en cuanto a la prestación de 
servicios a cargo de las municipalidades? 
-¿Con su buen manejo se asegura la participación de la ciudadanía en el manejo 





1.4.1. OBJETIVO GENERAL 
-Describir el  proceso  de las Juntas Administradoras Locales, en el  marco de la 
Constitución Nacional de 1991 hasta 2012.  
 
1.4.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
- Determinar si la existencia de las Juntas Administradoras Locales contribuyen a 
la descentralización administrativa. 
-Examinar el cumplimiento de los fines para los que fueron creadas las Juntas 
Administradoras  Locales (JAL). 
-Determinar la eficiencia en la prestación de los servicios mediante la acción de las 
















1.5. MARCO REFERENCIAL. 
 
1.5.1. ESTADO DEL ARTE 
 
Las Juntas Administradora Locales, que constituyen un mecanismo de 
participación de la ciudadanía en los asuntos locales y por ende en los 
municipales se consagraron en el ordenamiento administrativo desde 1968; pero 
solo logró su desarrollo por medio de las normas ya referidas en 1986. La 
existencia y adopción de esta forma de administrar el municipio colombiano hace 
que necesariamente existen dos circunscripciones: la municipal propiamente dicha 
que engloba el sector urbano y el rural en una sola unidad y la circunscripción 
local, que alude únicamente y de manera exclusiva al territorio en el que actúa una 
junta administradora local ya de comuna, ya de corregimiento, según lo determina 
la Constitución y la ley. 
 
Acerca de este tema se han encontrado varios trabajos que recapitulan, el tema 
ejemplo: de la página web www.redsociojuridica.org-guia-publicaciones 
acerca de los comentarios que realiza el Dr. RACHID NADER ORFALE  
Abogado Universidad Libre Seccional Barranquilla. Magíster en Derecho 
Administrativo Universidad Libre Seccional Bogotá. Especialista en Derecho 
Administrativo Universidad Libre (Barranquilla). De allí se considera: 
 
“Desde la promulgación de la Constitución de 1991 hasta el año 2007, en 
menos del 7% de los municipios en Colombia, incluyendo los distritos, 
existían Juntas Administradoras Locales. Dicha cifra estadística 
representada en el ínfimo porcentaje de entes municipales con juntas 
administradoras locales, revela el bajo nivel de desarrollo que dicha 
institución ha tenido dentro del municipio colombiano. 
Dificultades en la implementación de las juntas administradoras locales. En 
el régimen de las juntas administradoras locales dentro de le generalidad de 
los municipios, se observa a partir del estudio de cada una de las funciones 
asignadas a las JAL, la existencia de funciones que se subsumen bajo un 
esquema meramente propositivo, recomendante, que bajo un viraje verbal 
no se ajusta al carácter decisional que deben tener estas corporaciones para 
predicar una verdadera descentralización local.  
Si se les da a las juntas administradoras locales un campo de acción 
meramente consultivo, carente de una capacidad vinculante en relación con 
la actividad administrativa del Estado, se hace de éstas un emblema 
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meramente formal, desenfocado, en relación con el aspecto teleológico de la 
norma.  
 
Pero si por el contrario se asume la importancia que dentro de la 
delimitación de las políticas públicas del nivel local tienen las juntas 
administradoras locales, se debe atender a un esquema descentralizador 
que asigne competencias a éstas, para efectos de que su papel sea 
determinante en la formulación, ejecución y control de las decisiones 
administrativas que se tomen para la prestación de servicios públicos, el 
cumplimiento de los cometidos estatales y la efectividad de los derechos de 
los ciudadanos pertenecientes a la comunidad”. 
 
Libro: Las Juntas Administradoras Locales - Beatriz Londoño de Botero, 
1989. Manual: Funciones de las Juntas Administradoras Locales  
En este manual se plantea que es indudable la gran trascendencia e importancia 
que tiene para la democracia participativa del país, la conformación de las Juntas 
Administradoras Locales, ya que junto con la elección popular de los alcaldes, el 
referéndum popular y la representación de la comunidad en las juntas directivas 
de las entidades que prestan servicios públicos, se abre a nivel local nuevos 
espacios y canales de participación para que sus gentes expresen las 
necesidades mas sentidas.  
 
Por ello, a través de las Juntas Administradoras Locales se pueden canalizar 
buena parte de la iniciativa de los ciudadanos, en particular de los sectores 
marginados porque se busca que sean intermediarios eficaces entre la ciudanía y 
la administración. 
Libro: Normatividad de las Juntas Administradoras Locales  
Autor: John Jairo Rendón Ospina  
 
La Juntas Administradoras locales deben servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la constitución, facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afecten en la vida económica, política administrativa y cultural 
del municipio.  
 
Además se encuentra información en:  
.Memorando de Derecho Público Nº 4, Universidad Libre Pereira 1995. 
.Memorando de Derecho Público Nº 13, Universidad Libre, Pereira 2004. 
  
.CALVO CHÁVEZ, NESTOR JAVIER. Juntas Administradoras Locales, Unilibre 
Pereira. 
 
1.5.2. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
Tipo de investigación: descriptiva, porque hace un reconocimiento descriptivo e 







2. DESARROLLO TEMÁTICO 
 
2.1. ANTECEDENTE  DE LAS JUNTAS ADMINISTRADORAS LOCALES 
 
 
La posibilidad legal para que en el ordenamiento administrativo se  incluyeran y 
funcionaran las Juntas Administradoras Locales, fue consagrada en la 
Constitucion  Política a través de una de las más importantes reformas a la Carta 
Centenaria que guió a la comunidad nacional hasta hace poco. En 1968, el 
Congreso de la Republica en su calidad de constituyente delegatario se ocupó de 
la administración municipal y dispuso como un atributo del orden  constitucional 
que los concejos municipales pudiesen dividir de manera administrativa la 
jurisdicción de sus territorios con la finalidad de que allí funcionara una Junta  
Local, pretendiendo una mejor prestación de los servicios a cargo de las 
municipalidades. 
 
“El crecimiento de las ciudades, argumentaba el legislador de 1968, 
agregando la gran extensión de los límites municipales, el conocimiento 
más completo de los problemas y la vivencia de los mismos, hacen 
aconsejable una mayor participación de la ciudadanía en la administración 
de la comunidad: la de responsabilizar a la comunidad de sus propios 
problemas. 
 
Las Juntas Administradoras Locales de acuerdo con el espíritu del 
legislador, tiene como finalidad agilizar la prestación de los servicios 
públicos, hacer más fácil que las personas que viven lejos del casco  de  
ciudad, puedan ser beneficiadas con la gestión oficial. Es decir, se trata de 
un mecanismo para hacer más fácil la anhelada desconcentración 
administrativa.”1 
  
 En el  comentario en cita, se hace referencia a la institución del derecho 
administrativo de la desconcentración que posteriormente  se acompañará con la 
delegación administrativa traída por el artículo 131 de la ley 136 de 1994; como 
mecanismo para el ejercicio de las funciones por parte de las juntas 
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El desarrollo legal quedó pendiente de lograr su cometido, hasta que el Congreso  
de la Republica, ya en calidad de legislador ordinario y mediante la expedición de 
la ley correspondiente les diera  desarrollo a las juntas administradoras local 
La reforma constitucional se consagró respecto al asunto en cita de la siguiente 
manera: 
Acto legislativo Nro.1 de 1968-Art. 61- El Art. 196 de la Constitución  
Política….Los concejos podrán crear Juntas Administradoras Locales para 
sectores del territorio municipal, asignándoles algunas de sus funciones y 
señalando su organización dentro de los límites que determine la ley. 
 
El Congreso de la Republica debía entonces, conforme el ordenamiento 
constitucional y legal, expedir las normas pertinentes para establecer los aspectos 
puntuales que permitieran la conformación, elección y funcionamiento de las 
juntas administradoras locales, para atender de manera oportuna y eficaz la 
prestación de los servicios propios del estado a nivel de la municipalidad, en 
algunos de los sectores que en razón a su ubicación geográfica, estratificación 
socioeconómica y otros aspectos, determinara una mayor o especial atención por 
parte del gobierno municipal o distrital. 
 
 
2.2- LA REFORMA  CONSTITUCIONAL DE 1986. 
 
Casi a los veinte años, mejor, después de haber transcurrido el mandato 
constitucional de cinco presidentes de la republica, nuevamente el Congreso  en 
su función natural, retoma el estudio de temas relacionados con la administración 
municipal y mediante el Acto Legislativo Nro. 1 de 1986, abordó  el conocimiento 
de aspectos  básicos de la organización político-jurídica de la comunidad en 
cuanto a la vida del municipio colombiano; en esta oportunidad el constituyente 
delegatario decidió sobre  la consulta popular y la elección popular del alcalde y 
complementando esta reforma, ya en  su desarrollo legal, el Congreso de la 
República en su rol de legislador se ocupó de expedir “El estatuto básico de la 
administración municipal y ordenar la participación de la comunidad en el 
manejo de los asuntos locales” 2 
 
El legislador en la Ley 11 se refirió, en sus artículos 16 a 21, nuevamente a la 
existencia de las Juntas Administradoras Locales ya creadas desde 1968 y de 






confirió la ley, el decreto 1333 ó Código de Régimen Municipal, a la altura del 
Título XV, artículos 311 a 319, inclusive, hizo referencia a las Juntas en comento. 
 
Bajo esta nueva referencia se dio la dinámica inicial en cuanto a la conformación, 
elección y funcionamiento de la ya tanta veces enunciada institución de carácter 
popular. 
 
En esta oportunidad, tanto el legislador como el gobierno generaron las 
condiciones para presumir una práctica participación comunitaria en los asuntos 
que le son de su competencia: los de la localidad, logrando de paso impulsar un 
poco el proceso de modernización, que no de modernidad, del ente administrativo 
municipal como unidad básica en el desarrollo de la función pública y como 
entidad territorial propiamente dicha. 
 
El decreto en cuestión retoma, como es lógico, de manera sustancial lo ya 
consagrado en la ley. 
 
En resumen, las Juntas administradoras Locales   actuarían en una fracción del 
territorio del municipio, la cual si correspondía al sector urbano, no podía tener un 
número inferior de 10.000 habitantes y se denominaría comuna. Si su territorio 
corresponde al área rural, asumiría la denominación, ya existente, de 
corregimiento.3 Tanto la ley como su reglamento guardaron silencio respecto del 
número de habitantes requeridos para esta última institución. 
 
 
2.3- LA ORGANIZACIÓN PRIMARIA DE LA JUNTA ADMINISTRADORA LOCAL  
AL AMPARO DE LA LEY 11  DE 1986 
 
Como se observa, el desarrollo legal de la Junta Administradora local solo se dio a 
partir de 1986 con la expedición de la ley 11 y su decreto reglamentario 1333 de 
dicho año; en el marco de la centenaria Constitución de 1886 la citada Ley en su 
artículo 18 consagró como número mínimo de 3 y un máximo de 7 miembros, 
determinando que al menos una tercera (1/3) parte de la totalidad de los miembros 
de la Junta administradora Local debía ser designada mediante el voto directo de 
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El periodo de sesiones y funcionamiento de las Juntas Administradoras debía 
coincidir con el periodo de sesiones y funcionamiento de los respectivos concejos 
municipales, para cuyos miembros (principales y suplentes) la ley expresamente 
prohibió ser integrante de aquellas, incompatibilidad que fue reiterada por el 
gobierno nacional al expedir  el decreto 1333 en el mismo año. 
 
La experiencia de las Juntas Administradoras Locales partiendo de la ejecución de 
la ley 11 fue aplicada por  las ciudades capitales de algunos departamentos, ya 
que esta institución propia para la administración de los entes territoriales  se 
consagró para la generalidad de municipios como una gestión opcional y no 
obligatoria, como si  lo es para la ciudad de Bogotá en su calidad de capital del 
país, resultó de alguna forma un medio eficaz para promover desde otra óptica la 
participación de la ciudadanía en los asuntos que le son de su incumbencia. 
 
2.4- LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL MANEJO DE LOS ASUNTOS    
MUNICIPALES COMO FINALIDAD DE LAS JUNTAS ADMINISTRADORAS 
LOCALES. 
 
 Desde su consagración constitucional en 1968 hasta 1986 la figura de las Juntas 
Administradoras Locales no tuvo ningún papel en la escena de la administración 
municipal, en razón a la falta de reglamentación o desarrollo legal del precepto 
constitucional que debía hacer el Congreso de la Republica y que como ya se ha 
indicado solo se produjo a los 18 años más tarde. 
 
Sin embargo, como se reseña más adelante y según lo expresado por el ex 
consejero de Estado Javier Henao Hidrón, estas nuevas corporaciones nacen en 
el marco de la mera expectativa. 
 
“La tarea  administrativa que cumplen es  bastante restringida. La 
acción de administrar bienes o servicios, implica disponer de los 
medios idóneos para su aplicación o prestación. Y las juntas derivan 
sus atribuciones, principalmente, de la delegación  que les confiere el 
respectivo concejo municipal u otras autoridades locales- que bien 
pueden abstenerse de hacerlo- y de las partidas globales que se les 
asignen en el presupuesto municipal, las cuales pueden distribuir. 
Las demás funciones consisten en formular propuestas de inversión 
ante las autoridades “nacionales, departamentales y municipales” 
encargadas de la elaboración de los respectivos planes de inversión, 
en vigilar y controlar la prestación de los servicios municipales en su 
  
jurisdicción y las inversiones que se realicen con recursos públicos, y 
en participar en la elaboración de los planes y programas 
municipales de desarrollo 
 
Por lo demás las juntas administradoras locales han tenido hacer 
frente a la competencia de las juntas de acción comunal, que desde 
1958 vienen siendo  organizadas por las comunidades y pueden 
obtener  su reconocimiento como personas jurídicas por el gobierno. 
La coexistencia de ambas, empero, debiera coincidir más bien al 
desarrollo de tareas complementarias: la acción comunal es un 
proceso educativo por el cual las gentes adquieren conciencia de sus 
necesidades, derechos y deberes, y procuran dar a los problemas 
una solución de conjunto con la participación 
Solidaria de los individuos y la ayuda técnica-financiera del Estado; 
en cambio, la labor  adscrita a las juntas administradoras locales no 
es de ejecución de obras sino, fundamentalmente, de participación 
ciudadana en el manejo de los asuntos públicos mediante vigilancia y 
control de los servicios locales e inversiones, de distribución de las 
partidas globales que les asigne el presupuesto municipal y de 
ejercer por delegación algunas funciones públicas”. 4  
 
 
Cierto es, que con la expedición de la Ley 11 y su decreto reglamentario la 
institución de las Juntas Administradoras Locales inicia su posicionamiento en el 
panorama de la cultura participativa, procurando, según el deseo del legislador 
que por su intermedio a título de atribuciones se lograran los siguientes 
postulados: 
 
a-) Cumplir por delegación de los concejos municipales, mediante 
resoluciones, lo conveniente para la administración del área de su 
jurisdicción y las demás funciones que se deriven del ordinal 8 del 
artículo  197 de la Constitución Política5 
b-) Proponer motivadamente la inclusión en el presupuesto municipal de 
partidas para sufragar gastos de programas adoptados para el área de 
su jurisdicción. 
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c-) Recomendar la aprobación de determinados impuestos y 
contribuciones. 
d-) Vigilar y controlar la prestación de los servicios municipales en el 
área de su jurisdicción, y 
e-) Sugerir al concejo y demás autoridades municipales la expedición 
de determinadas medidas y velar por el cumplimiento de sus 
decisiones.6 
 
Estas funciones fueron ampliadas por el gobierno nacional al dictar el Decreto 
1333 de 1986 reglamentario de la Ley 11 del mismo año en comento. 
 
Pero, en este sentido es paradójico que en el posterior esfuerzo por modernizar la 
organización jurídica de la comunidad mediante la intervención de la ciudadanía 
manifestada a través de la Asamblea Nacional Constituyente, el legislador le haya 
dado la espalda a tal  propósito y no expidiera reglamentos legales expeditos e 
idóneos para que la participación sea el diario vivir de los colombianos y no el más 
tortuoso, desarticulado, frustrante y politiquero sendero como lo es hoy, tema que 








3. PARTICIPACIÓN CIUDADANA 
 
 
 3.1. LA ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE Y LAS JUNTAS 
ADMINISTRADORAS LOCALES 
 
Una vez se consolidaron los sucesos que fortalecieron la institución de la “Séptima 
papeleta” y la  Asamblea Nacional  Constituyente, que no constitucional, definió 
las reglas internas para su labor, la reorganización política-jurídica de la 
comunidad nacional colombiana fue sometida a análisis, desde diferentes puntos  
ideológicos y filosóficos respecto del Estado, su estructura y funcionamiento. Entre 
otros temas,  fueron considerados por los delegatarios del pueblo, además  del 
ordenamiento territorial, la autonomía municipal, la modernización del municipio y 
la democracia participativa o participación comunitaria heredada de la anterior 
Carta Suprema y su ley 11.  
 
No en pocas oportunidades los constituyentes se ocuparon de manera directa de 
las Juntas Locales, de las Juntas Administradoras y de las Juntas Administradoras 
Locales; las diferentes Gacetas de la Asamblea Nacional Constituyente, hablando 
del ordenamiento territorial a los constituyentes. Carlos Fernando Giraldo Ángel y 
Eduardo de la Rosa quienes en su ponencia consideraron que: “Art. Juntas 
Administradoras Locales. Son atribuciones de las Juntas Administradoras  
Locales: a-) Llevar la iniciativa en el gasto municipal de conformidad con la 
ley, b-) Gestionar directamente los recursos que el concejo municipal deberá 
asignarles”7 
 
Luego los delegatarios Carlos Holmes Trujillo y Héctor Pineda haciendo referencia 
al municipio que requiere la nueva estructura del Estado colombiano en su 
ponencia manifestaron: Art. … De las comunas y los Corregimientos. El 
concejo, de acuerdo a la categoría del  municipio, dividirá su territorio en 
comunas  para la zona urbana y  en corregimientos para las rurales. Art…De 
las atribuciones de las comunas y corregimientos. 1 Deberán, en 
concurrencia con el municipio, velar con la conservación del patrimonio 
arquitectónico y cultural, por la organización del servicio de aseo 
domiciliario, del  tránsito automotor, de los centros de información y 
atención ciudadana y los servicios de salud primaria en su zona. 2 
Participará en forma consultiva en la elaboración, definición, ejecución, 
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gestión y control de los planes de desarrollo de su jurisdicción. 3 Preservar 
el medio ambiente y cuidar del espacio público y áreas comunales de su 
jurisdicción. 4Promocion permanente de la participación ciudadana y del 
principio de  solidaridad social. 5 Las que señalen la Constitucion y las 
leyes”. La ponencia en cita hace referencia a un consejo comunero y lo 
define de la siguiente manera: “Art…De los concejos (sic) comuneros. Las 
comunal urbanas y los corregimientos tendrán un órgano de administración, 
control y vigilancia con presupuesto para el cumplimiento de sus funciones, 
que se denominará Concejo (sic) comunero. Sus miembros serán elegidos 
por los residentes de la respectiva comuna, de acuerdo a lo dispuesto por la 
ley de ordenamiento territorial. Art… atribuciones de los concejos (sic) 
comuneros. Son atribuciones de los concejos (sic) comuneros 1 Elaboración 
del plan de desarrollo y del presupuesto de la respectiva comuna. 2 
Proponer al concejo municipal la creación de nuevos impuestos en el área 
de su jurisdicción. 3 desarrollar las facultades delegadas en las materias que 
el concejo  municipal señale. 4  Expedir el reglamento para el desarrollo de 
sus funciones. 5 Las demás que le señale la Constitución y la ley”. 8 
 
Posteriormente, los constituyentes Jaime Arias López, Darío Mejía Agudelo y Juan 
Carlos Esquerra Portocarrero en su ponencia-informe respecto a los mecanismos 
de participación  democrática y otros aspectos, desde la subcomisión tercera 
hicieron una directa referencia a las Juntas Administradoras así : “es necesario 
generar y perfeccionar los instrumentos para la articulación de los interés 
colectivos. Considera la subcomisión que las juntas Administradoras 
Locales y regionales cumplen ese propósito, al permitir que personas que 
por razones de vecindad comparten una serie de necesidades y 
aspiraciones, actúen de manera organizada para colaborar y vigilar a las 
autoridades que le conciernen. 
 
Dichas Juntas podrán ser creadas  a iniciativa de las Asambleas y los 
Concejos, con el propósito de que su encuadramiento institucional otorgue 
mayor poder vinculante a sus decisiones, para mantener su carácter 
comunitario y no político se dispone que ni los diputados ni los concejales 
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Las Juntas administradoras locales seguían siendo motivo de atención de los 
constituyentes; el doctor Gustavo Zafra, en su informe para la plenaria de la 
Asamblea , coincidió en su propuesta con la presentada por la Asociación de 
Diputados, la que era del siguiente tenor: “Art…11 Con el fin de mejora  la 
prestación de los servicios y de asegurar la participación de la ciudadanía en 
el manejo de los asuntos  públicos de carácter local, los concejos dividirán 
el territorio de sus municipios en comunas, cuando se trate de áreas 
urbanas, y  en corregimientos, en caso de  las zonas rurales. En cada  
comuna o corregimiento, habrá una junta comunera de elección popular, 
integrada por el número de miembros que determine la ley, que tendrá las 
siguientes atribuciones: 1 participar en la elaboración de los planes y 
programas municipales de desarrollo económico y social, y de obras  
públicas; 2 Vigilar y controlar la prestación de los servicios municipales en 
el área bojo su autoridad y las inversiones que se hagan en el municipio con 
recursos del presupuesto nacional, regional, departamental, distrital o 
municipal; 3 apropiar las partidas globales que se asignen en el presupuesto 
municipal de gastos; 4 Ejercer las funciones que le deleguen los concejos y 
otras autoridades locales; y 5 Las demás que le señale la ley.10 
 
Uno de los  promotores de la reforma constitucional de 1986 en su calidad de 
ministro de gobierno de la época y en el año 1991 como constituyente, en su 
ponencia de articulado sustitutivo y aditivo a la regulación del ordenamiento 
territorial, doctor Jaime Castro Castro consagró una fórmula similar a la anterior 
para referirse a las comunas y corregimientos11 
 
En la Gaceta Constitucional  Nro. 109, órgano oficial de la asamblea, publicada el 
27 de junio de 1991 se presenta como asunto central el articulado de la 
Constitucion Política de Colombia aprobado en primer debate y en aquel se 
encuentra bajo el título X De la Organización Territorial, Capítulo 3, en un artículo 
aún sin nomenclatura el siguiente texto: “Juntas Administradoras Locales y  
Regionales. Con el fin de mejora la prestación de  los servicios y asegurar la 
participación de la ciudadanía en los asuntos públicos de carácter local, los 
concejos municipales podrán dividir sus municipios en comunas, cuando se 
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En cada una de las comunas y corregimientos habrá una Junta 
Administradora Local de elección popular, integrada por el número de 
miembros que determine la ley y con las siguiente atribuciones: 1 Participar 
en la elaboración de los planes y programas municipales de desarrollo 
económico y social y de obras públicas, 2 Vigilar y controlar la prestación de 
los servicios municipales en su comuna o corregimiento y las inversiones 
que se hagan en el municipio con recursos del presupuesto nacional, 
regional, departamental, distrital o municipal, 3 Formular propuestas ante las 
instituciones nacionales, departamentales y municipales encargadas de la 
elaboración de dichos planes a fin de que estos tengan en mente las 
necesidades y las políticas de desarrollo requeridas por las regiones, 4 
Distribuir las partidas globales que le asignen en el presupuesto municipal 
de gastos, 5 Ejercer las funciones que le deleguen los concejos y otras 
autoridades locales, así mismo que le señale la ley. 
 
Las asambleas departamentales podrán crear administradoras (sic) 
regionales para sectores de territorio departamental en las mismas 




3.2. EL NUEVO ORDEN CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LAS JUNTAS 
ADMINISTRADORAS LOCALES 
 
Es del caso reseñar como introducción del tema anunciado que en el orden 
constitucional colombiano  se reconoce la existencia, además de la clasificación 
por categoría de los municipios, la existencia del Distrito Capital y los Distritos 
Especiales ya  turísticos, históricos y culturales; en esta oportunidad se hace 
referencia únicamente a las juntas administradoras locales propias del régimen 
ordinario de los municipios, aquellos administrados mediante la Ley 136 de 1994 y 
las demás normas que le han modificado; posteriormente se hace la reseña 
respecto al Distrito capital. 
 
Las Juntas administradoras Locales en el municipio: 
Al final de la tarea encomendada por el constituyente primario a la Asamblea 
Nacional Constituyente, a la altura del título XI De la Organización Territorial, 
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Capitulo 3. Del régimen Municipal, artículo 318 de la Constitucion Política, se 
recogió la nueva estructura del Estado colombiano y en ella la forma definitiva 
dada a las Juntas administradoras  Locales que podrán funcionar en los 
municipios cuya régimen es diferente a los Distritos Especiales y al Distrito Capital, 
al que se le dicta una reglamentación especial en los artículos 322 a  327 de la 
Carta y que define, en el primer artículo citado, que en la capital del país se divida 
administrativamente en localidades bajo la responsabilidad de la junta 
administradora, integrada por un número de ediles no inferior a siete (7), según lo 
establezca el concejo distrital. 
Tanto la comuna como el corregimiento, son entidades administrativas a las que el 
legislador mediante la ley  “Por la cual se dictan las normas tendientes a 
modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios” procuró definir y 
asignar en particular funciones a cada una de ellas. 
Ambas divisiones se establecen mediante acuerdo municipal respectivo y en este 
acto administrativo, que es iniciativa exclusiva del alcalde,   se fijará su 
denominación, límites, atribuciones como los demás aspectos necesarios para su 
organización y funcionamiento. 
 
3.2.1 LAS COMUNAS. 
Respecto a esta unidad administrativa agregó la ley que en los municipios de 
categoría especial, primera y segunda, las comunas deberán albergar una 
población no menor de diez (10.000) habitantes, y para los de tercera y cuarta, la 
población será de por lo menos cinco (5,000) mil habitantes. 
Como la existencia de las Juntas administradoras se proyecta como un 
mecanismo de participación ciudadana en los asuntos locales, el legislador 
completó su mandato legal requiriendo a las municipalidades en que no se aplique 
esta forma asociativa de participación, para que adopten los mecanismos de 
participación ciudadana convenientes en la solución de sus problemas y 
necesidades. 
 
3.2.2. LOS CORREGIMIENTOS. 
Siendo esta unidad administrativa, de alguna manera disímil a la comuna, debe 
desarrollar un rol un poco diferente, en razón a su ubicación geográfica en las 
  
zonas rurales, es decir, distante del área urbana de la municipalidad, lo que  
impone tareas distintas, como se previó en el artículo 118 de la ley. 
EL CORREGIDOR: 
Según el mandato en cita, el corregimiento estará bajo la orientación, además de 
la Junta Administradora, del corregidor, servidor público investido de autoridad 
administrativa incluido en la planta de personal del respectivo ente territorial, 
designado por el alcalde de una terna que le remite la Junta Administradora Local 
respectiva y quien además de cumplir las funciones que le deleguen en el marco 
de la Constitución y la ley, ejercerá su función administrativa, según lo exige  el 
artículo 139 de la ley 136 en comento por medio de la desconcentración, figura 
del derecho administrativo definida de la siguiente manera: 
Ley 489 de 1989-. Articulo 8°-. Desconcentración administrativa. La 
desconcentración es la radicación de competencias y funciones en 
dependencias ubicadas fuera de la sede principal del organismo o 
entidad administrativa, sin perjuicio de las potestades y deberes de 
orientación e instrucción que corresponde ejercer a los jefes 
superiores de la administración, la cual no implica delegación y podrá 
hacerse por territorio y por funciones. 
Parágrafo: En el acto correspondiente se  determinarán los medios 
necesarios para su adecuado cumplimiento. 
Los actos cumplidos por las autoridades administrativas, en virtud de  
desconcentración administrativa solo será susceptible los recursos 
de reposición en los términos establecidos en las normas pertinentes. 
 
El corregidor13, deberá acreditar el perfil laboral para el desempeño de las 
funciones propias y las no menos importantes de inspector de policía en su 
jurisdicción14, ya que se desempeñará como tal, sus calidades,  asignación salarial 
y fecha de posesión serán establecidas por los concejos municipales respectivos. 
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En orden de lo anterior, al corregidor  en su calidad de inspector de policía, 
servidor público, como ya se indicó, dependiente del alcalde municipal, le 
corresponden las siguientes funciones: 
a-) Conocer en primera instancia de los asuntos o negocios que les 
asignen la ley, las ordenanzas y los acuerdos de los concejos 
b-) Conocer, en primera instancia, de las contravenciones especiales 
a que se refiere el decreto-ley número 522 de 1971. La segundo 
instancia de estas contravenciones se surte ante el correspondiente 
alcalde o funcionario que haga sus veces para estos efectos. 
c-) Conocer, en única instancia, de las contravenciones comunes 
ordinarias de que trata el decreto 1355 de 1970, excepción hecha de 
las que competen a la Policía Nacional. 
 
El corregidor tiene iniciativa para someter a consideración de la Junta 
Administradora Local, los proyectos de resolución y otras propuestas relacionadas  
con asuntos que sean de competencia de aquella y que contribuya al mejor 
desarrollo de sus funciones.  
 
  
4. FUNCIONES Y ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y LEGALES DE 
LAS JUNTAS ADMINISTRADORAS LOCALES 
 
Con base en los anteriores comentarios y contextualizando los aspectos 
particulares  de la comuna  y del corregimiento en el plano de los mecanismos de 
la participación ciudadana en los asuntos que son de su incumbencia, se tiene  a 
partir del artículo 318 de la Constitución y “con el fin de mejorar la prestación 
de los servicios y asegurar la participación de la ciudadanía en el manejo de 
los asuntos públicos de carácter local, los concejos  podrán dividir sus 
municipios en comunas, cuando se trate de áreas urbanas, y en 
corregimientos en el caso de las zonas rurales”. 
Y en este orden de ideas, merece especial comentario una característica de estas 
entidades relacionada con su autonomía en el sentido que ellas carecen de 
personería jurídica; el constituyente y posteriormente el legislador, no 
consideraron de manera expresa o tácita la posibilidad de que estos entes 
administrativos pudiesen  actuar de manera autónoma en el universo jurídico 
reconociendo su capacidad legal para obligar y obligarse en el marco de los fines 
asignados por la Constitucion Política y las leyes. 
El legislador desde 1986 determinó expresamente la prohibición de que las Juntas 
Administradoras Locales crearan algún tipo de organización, así se desprende de 
la lectura de los artículos 21 de la ley 11 de dicho año y el artículo 316 del  decreto 
1333 del mismo año, disposición que fue reiterada por la ley 136  de 1994 en su 
artículo 133, norma en la que además defiere la preferencia de que el corregidor 
podrá tener bajo su dirección a algunos funcionarios públicos municipales que 
determinen el alcalde u otras autoridades administrativas de dicho orden; por ser 
la norma de claridad meridiana se concluye que este tratamiento no se puede dar 
frente a la administración de las comunas. 
Retornando al tema central, las normas constitucionales y legales disponen, 
respecto de los municipios de primera, segunda y tercera categoría,15 que en cada 
una de las comunas o corregimientos haya una Junta Administradora Local de 
elección popular, integrada por el número de miembros que determine la ley, que 
tendrá las siguientes funciones. Para el distrito capital se dispone la 
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reglamentación establecida por la ley 01 de 1992 y el decreto1421 de 1993 que 
más adelante se expondrán. 
1- Participar en la elaboración de los planes y programas municipales de 
desarrollo económico y social. 
Como conclusión de la lectura del parágrafo 2° del artículo 131 de la Ley en 
mención, se entiende que es obligación de las autoridades del respectivo 
municipio, lideradas por el alcalde  y sus secretarios  elaborar los planes y 
programas de desarrollo económico y social con participación real y efectiva de la 
propia comunidad por intermedio de las juntas administradoras locales. 
2- Vigilar y controlar la prestación de los servicios municipales en su 
comuna o corregimiento y las inversiones que se realicen con 
recursos públicos.  
Las juntas administradoras locales serán permanentes vigilantes no solo de la 
prestación de los servicios públicos municipales sino de las inversiones que en su 
jurisdicción se realicen y denunciar ante el Personero, el Contralor y demás 
autoridades municipales competentes las anomalías que conozcan de manera 
directa  o por intermedio de los ciudadanos habitantes de la respectiva comuna o 
corregimiento. 
3- Formular propuesta de inversión ante las autoridades nacionales, 
departamentales y municipales encargadas de la elaboración de los 
respectivos planes de inversión. 
Esta atribución resulta en la práctica complementaria de la primera ya explicada y 
permite a las Juntas Administradoras Locales promover de manera directa ante las 
autoridades municipales, departamentales y nacionales la inclusión de obras en 
los respectivos planes de inversión. 
4- Distribuir las partidas globales que les asigne el presupuesto 
municipal. 
Como consecuencia del cumplimiento del deber de las autoridades municipales, 
las Juntas Administradoras deberán distribuir las partidas globales que le sean 
asignadas en el presupuesto para la ejecución de las diferentes obras y 
programas de la respectiva jurisdicción 
5- Ejercer las funciones que les deleguen el concejo  y otras autoridades 
locales. Las asambleas departamentales podrán organizar juntas 
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administradoras  para el cumplimiento de las funciones que le señale 
el acto de su creación en el territorio que este mismo determine”.16 
En este contexto, se hace necesario presentar en los términos legales de su 
definición la figura administrativa de la delegación en los siguientes términos: 
Ley 489 de 1998-. Artículo 9° Las autoridades administrativas, en 
virtud de lo dispuesto en la Constitución Política y de conformidad 
con la presente ley, podrán mediante acto de delegación, transferir el  
ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con 
funciones afines o complementarias. 
Hecha la anterior precisión, es pertinente indicar que los concejos municipales 
mediante el correspondiente Acuerdo y otras autoridades administrativas, 
mediante Resolución motivada podrán delegar en las Juntas Administradoras 
Locales algunas de sus funciones en el marco de la disposición constitucional y de 
conformidad con el trámite requerido por los artículos  los artículos 10, 11, 12, 13, 
14 y 15 de la Ley 489 de 1998. 
Retomando el tema de las funciones y atribuciones comentadas, La ley 136 
agrega trece (13) funciones más para que sean desempeñadas por las Juntas 
Administradora Locales, ya de comunas o de corregimientos: 
6- Presentar proyectos de acuerdo al concejo municipal relacionados 
con el objeto de sus funciones. 
Esta atribución se relaciona directamente con la posibilidad de ejercer el 
mecanismo de la iniciativa popular normativa regulado por la ley 134 de 1994 
en cuando a la iniciativa de los proyectos de acuerdo que podrán presentar las 
Juntas Administradoras Locales de la siguiente manera: 
Ley 134 de 1994-. Articulo 29-. Materias que pueden ser objeto de 
iniciativa popular legislativa y normativa ante las corporaciones 
públicas. Solo pueden ser materia de iniciativa popular legislativa 
y normativa ante las corporaciones pública, aquellas que sean de la 
competencia de las respectivas corporaciones- 
No se podrán presentar iniciativas populares legislativas y normativas 
ante el Congreso, las asambleas, los concejos o las juntas 
administradoras locales, sobre las siguientes materias: 
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1-. Las que sean iniciativa exclusiva del gobierno, de los 
gobernadores o de los alcaldes, según lo establecido en los artículos 
154,300, 313, 315,322,  y 336 de la Constitución Política 
2-. Presupuestales, fiscales o tributarias. 
3- Relaciones internacionales. 
4-.Concesión de amnistías o indultos 
5-. Preservación y restablecimiento del orden público. 
 
En el marco de la anterior relación y aunque la norma esta direccionada al 
ejercicio de la iniciativa normativa popular por los ciudadanos, por analogía se 
afirma que esta misma instrucción es válida para  el desarrollo de la iniciativa 
consagrada a favor de las juntas administradoras. 
 
7- Recomendar la aprobación de determinados impuestos  y 
contribuciones. 
El ejercicio o cumplimiento de esta atribución implica necesariamente la sana 
discusión al interior de las juntas administradoras locales que lleve a consagra en 
una resolución motivada la decisión que se toma y las razones en se sustenta la 
misma. 
 
8- Promover, en coordinación con las diferentes instituciones cívicas y 
juntas de acción comunal, la activa participación de los ciudadanos en 
asuntos locales. 
He aquí una importante tarea para que las juntas administradoras locales 
desarrollen en pro del sector que constituye la respectiva jurisdicción y que 
permitirá actuar como vértice de la actividad ya de las juntas de acción comunal, 
grupos deportivos, grupos de apoyo comunitario, grupos de la tercera edad, juntas 
cívicas, comités ecológicos o ambientales, etc., sin que ninguna de ellas invada la 
órbita de las otras, pero que les permita actuar en pos de programas incluyentes 
de beneficio común. 
9- Fomentar la microempresa, famiempresa, empresas comunitarias de 
economía solidaria, talleres  mixtos, bancos de tierras, bancos de 
maquinaria y actividades similares. 
Resulta en el contexto que se analiza, esta es una de las más importantes de las 
atribuciones que la Constitucion y la ley le ha asignado a las Juntas 
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Administradoras Locales. Nada contribuye tanto al progreso de la comunidad 
como su propia organización en torno a programas que por si constituyan una 
efectiva respuesta a problemas tan sentidos como la falta de empleo, que en su 
desarrollo mejoran las condiciones de vida de los ciudadanos que se vinculen a 
las microempresas, famiempresa o empresas comunitarias establecidas con 
capital semilla aportado por los municipios y vigilado por sus correspondientes 
organismo de control. 
10- Colaborar a los habitantes de la comuna o corregimiento en la 
defensa de los derechos fundamentales consagrados en la 
Constitucion política, tales como: derecho de petición y acción de 
tutela. 
Los ciudadanos que ofrecen su servicio a la comunidad por intermedio de las 
Juntas Administradoras Locales reciben de ella el reconocimiento de su liderazgo 
y este se manifiesta a través del compromiso para la atención o acompañamiento 
en el trámite de las reclamaciones individuales y en la obtención pronta y efectiva 
de la respuesta por parte de las autoridades administrativas correspondientes. 
Y una de las manifestaciones del compromiso comunitario y solidario está en la 
asesoría para la protección de los derechos humanos, mediante la elaboración de 
derechos de petición y la presentación y trámite de acciones de tutela para lograr 
la efectividad de los derechos fundamentales consagrados en nuestro 
ordenamiento constitucional; por consiguiente, para el cumplimiento de esta 
atribución los integrantes de las Juntas Administradoras, deben capacitarse en los 
asuntos que son propios de la administración pública. 
11-Elaborar la terna para el nombramiento del corregidor (tratándose de 
la Junta administradora Local de un corregimiento). 
En dirección a la conformación del rol de las juntas administradoras locales, la  
elaboración de la terna para que el alcalde del respectivo municipio nombre al 
corregidor cuando se trata de  los corregimientos, implica el establecimiento de un 
procedimiento administrativo que garantice transparencia e imparcialidad frente 
ante quienes desean postularse para integrar la terna y ocupar el respectivo cargo 
de corregidor; el procedimiento de suyo implica la convocatoria en la que se 
determinen claramente los requisitos exigidos por la ley para ocupar el citado 
empleo, las fechas de inscripción de los aspirantes a integrar la terna en cuestión, 
la fecha, hora y lugar de reunión de la Junta Administradora encargada de hacer la 
selección, entre otros aspectos importantes en este tipo de actuaciones. 
  
Finalmente es importante resaltar, que el corregidor asume el rol de inspector de 
policía  en el corregimiento, lo que necesariamente lleva a la conclusión que parte 
de los requisitos para desempeñarse como el primero de los funcionarios 
mencionado, se deben acreditar los requisitos exigidos por  la ley para 
desempeñar las funciones del segundo. 
12-Ejercer las funciones que le deleguen el concejo y otras autoridades 
locales.17 
13-Rendir concepto acerca de la conveniencia de las partidas 
presupuestales solicitadas a la administración o propuestas por el 
alcalde, antes de la presentación del proyecto al concejo municipal. 
Para estos efectos, el alcalde está obligado a brindar a los miembros 
de las juntas toda la información disponible. 
El concepto referido en esta atribución será el resultado de una amplia y sana 
discusión al interior de las Juntas Administradoras Locales para la que cada uno 
de sus integrantes tengan la información clara y objetiva respecto a la pertinencia 
de las partidas o programas presupuestales proyectadas por el alcalde en cada 
municipio. 
 
14-Ejercer respecto de funcionarios de libre nombramiento y remoción 
que ejerzan funciones desconcentradas, en la respectiva comuna o 
corregimiento, los derechos de postulación y veto, conforme a la 
reglamentación que expida el concejo municipal. 
Se  colige de este postulado que el legislador pretende que las Juntas 
Administradoras Locales y los concejos municipales y la propia administración 
municipal interactúen en una sola dirección, de allí que este derecho reconocido a 
las corporaciones de las comunas  y corregimientos para postular a los 
funcionarios públicos que desean tener en la jurisdicción respectiva y de oponerse 
a la designación que haga el alcalde u otra autoridad administrativa municipal; 
tanto el ejercicio del derecho de postulación como el de veto tendrá que decidirse 
en plenaria de las Juntas Administradoras Locales, así debe consagrarse en actas 
de reuniones y comunicarse a las autoridades correspondientes de conformidad 
con lo que haya dispuesto los concejos municipales. 
 
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15-Presentar planes y proyectos de inversión social relativos a su 
jurisdicción. 
16-Convocar y celebrar  las audiencias públicas que consideren 
convenientes para el ejercicio de sus funciones. 
17-Celebrar al menos dos cabildos abiertos por periodo de sesiones. 
En el rol de las funciones o atribuciones que el legislador asignó a las Juntas 
Administradoras Locales, llama la atención en la referencia que antecede dos 
instituciones  que en otrora época pertenecieron al derecho traído a estas tierras 
por los conquistadores que a nombre de la Corona española sometieron el espíritu 
indígena de la población que  en ellas hallaron; la Real Audiencia y el Cabildo 
abierto; la primera bajo la regencia del Real o Venerable Oidor, consistió en una 
institución producto del generoso desprendimiento real para con sus nuevos 
súbditos y que le permitía a estos hablar en presencia de tan altas dignidades. 
La Audiencia pública hoy bien puede guardar cierta similitud con la  gestión que 
permite a los ciudadanos habitantes de un sector de la ciudad comuna o 
corregimiento, interactuar con los miembros de las juntas administradoras locales 
respecto a planes y programas de inversión propios de su jurisdicción siempre en 
el marco de las proposiciones o proyectos. 
Con  la ayuda del diccionario se procura entender el sentido de la expresión en los 
siguientes términos: “Audiencia- f- acción de  oír una autoridad a la que acuden a 
ella. Tribunal de justicia de una provincia o región.”18 
Ahora bien, complementario de lo anterior y esta si considerada y reglamentada 
por el legislador al expedir la Ley 134 de 1994 a partir de su título IX, artículos 81 a 
89 inclusive, se consagra la segunda institución propia del derecho español a la 
que se había hecho referencia. El cabildo abierto, establecida en nuestro medio 
desde las épocas de  la colonia. 
En este sentido la Ley en referencia consagra así lo pertinente al cabildo abierto: 
Artículo 9- Cabildo abierto- El cabildo abierto es la reunión pública de 
los concejos distritales, municipales o de las juntas administradoras 
locales, en la cual los habitantes pueden participar directamente con 
el fin de discutir asuntos de interés para la comunidad. 
 
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Articulo 81-.  Oportunidad. En cada periodo de sesiones ordinarias de 
los concejos municipales o distritales, o de las juntas administradoras 
locales, deben celebrarse dos sesiones en las que se considerarán 
los asuntos que los residentes en el municipio, distrito, localidad 
comuna o corregimiento, soliciten sean estudiados y sean 
competencia de la corporación respectiva. 
Articulo 82-. Petición de cabildo abierto-. Un número no inferior al 
cinco por mil del censo electoral del municipio o distrito, localidad, 
comuna o corregimiento, según el caso, podrán  presentar ante la 
secretaria de la respectiva corporación la solicitud razonada para que 
sea discutido en cabildo abierto, con no menos de quince  días de 
anticipación a la fecha de iniciación del periodo de sesiones. 
Articulo 83-. Materias objeto del cabildo abierto- Podrán  ser materia 
del cabildo abierto cualquier asunto de interés para la comunidad. Sin 
embargo, no se podrán presentar proyectos de ordenanza, acuerdo o 
cualquier otro acto administrativo  
Articulo 84-. Prelación- En los cabildos se tratarán los temas en el 
orden en que fueron presentados ante la respectiva secretaria. 
Articulo 85-. Difusión del cabildo-. Los concejos municipales o 
distritales, o las juntas administradoras locales, dispondrán la amplia 
difusión de la fecha, el lugar y de los temas que serán objeto del 
cabildo abierto. Para ello, ordenará la publicidad de dos 
convocatorias en un medio de comunicación idóneo. 
Articulo 86-. Asistencia y vocería-. A los cabildos abiertos podrán 
asistir todas las personas que tengan interés en el asunto. 
Además del vocero de quienes solicitaron el cabildo abierto, tendrán 
voz quienes se  inscriban  a más tardar tres (3) días antes de la 
realización del cabildo en la secretaria respectiva, presentando para 
ello un resumen escrito de su futura intervención. 
Articulo 87-. Obligatoriedad de la respuesta.  Terminado el cabildo, 
dentro de la semana siguiente, en audiencia pública a la cual serán 
invitados los voceros, el presidente de la respectiva corporación dará 
respuesta escrita y razonada a los planteamientos y solicitudes 
ciudadanas. Cuando se trate de un asunto relacionado con 
  
inversiones públicas municipales, distritales o locales, la respuesta 
deberá señalar el orden de prioridad de las mismas dentro del 
presupuesto y los planes correspondientes. 
 
Articulo 88-. Citación a personas. Por solicitud de los promotores del 
cabildo o por iniciativa de los voceros, previa proposición aprobada 
por la corporación, podrá citarse a funcionarios municipales, con 
cinco (5) días  de anticipación, para que concurran al cabildo y para 
que respondan, oralmente o por escrito, sobre los hechos 
relacionados con el tema del cabildo. La desatención a la citación sin 
justa causa, será causal de mala conducta. 
Artículo 89-. Sesiones fuera de la sede-  Cuando se trate de asuntos 
que afecte específicamente una localidad, corregimiento o comuna, 
el cabildo abierto podrá sesionar en cualquier sitio de  éste, con la 
presencia del respectivo concejo municipal o distrital, o junta 
administradora local, según el caso.  
 
La lectura de las anteriores disposiciones, relacionadas con el procedimiento legal 
para aplicar este mecanismo de participación ciudadana en los asuntos locales 
como desarrollo de una función  propia de las juntas administradoras locales, 
ofrece un extraño y ambiguo panorama. 
En este sentido se consagra como una función o atribución de las Juntas 
Administradoras Locales, la realización de por lo menos dos cabildos abiertos en 
cada periodo legal de sesiones y luego se agrega que su convocatoria responde a 
la solicitud de un número no menor al cinco por mil del censo electoral de cada 
localidad, comuna o corregimiento; si es una función no debería ser  promovida 
por la comunidad. ¿Y que sucederá si  ésta no promueve el cabildo abierto?. 
Parece ser que en este aspecto no fue afortunado el legislador y solo creó una 
ambigüedad legal. 
Pero igualmente llama la atención lo inofensivo, por no decir ineficaz que torna el 
mecanismo ya que solo se hace obligatoria la respuesta a las solicitudes 
presentadas por la comunidad que participó en el cabildo, y en este aspecto hace 
coro a varios autores que al referirse a este medio de incidir en la administración 
del municipio o distrito en razón a la actividad propia de los administradores del 
  
Estado por medio del desarrollo promovido en las localidades, comunas o 
corregimientos según se trate por las Juntas Administradoras Locales 
“Con todo esto, la participación de la ciudadanía y sus 
organizaciones queda limitada por la excesiva reglamentación que se 
aplicó a un instrumento de participación popular que podrá haberse 
convertido en un importante escenario para la discusión de los 
asuntos de interés de la comunidad. Si bien es cierto que la 
obligatoriedad de su celebración de alguna forma garantiza que este 
mecanismo no sea ignorado. 
….Este importante mecanismo de participación, expresión de clara 
de soberanía popular, ha quedado reducido a una figura similar al 
derecho de petición, toda vez que las autoridades solamente tiene la 
obligación de responder las demandas ciudadanas adecuadamente, 
pero en ningún caso preservar la voluntad popular. No obstante, 
puede esperarse que la dinámica que le impongan las 
organizaciones sociales participantes en los cabildos llegue a forzar 
estos cambios para que se conviertan en realidad, quizás a largo 
plazo”19 
 
18 Distribuir partidas globales con sujeción a los planes de desarrollo 
del municipio atendiendo las necesidades básicas insatisfechas de 
los corregimientos y comunas garantizando la participación 
ciudadana. 
19 Expedir su reglamento interno el cual al menos contendrá el 
régimen de sus sesiones y en general lo relacionado con su 
organización y funcionamiento. 
 Las Junta administradoras Locales al dictar  el reglamento interno, al menos 
deberá considerar los siguientes aspectos, con el fin de facilitar las herramientas 
necesarias para el cabal cumplimiento de sus funciones: 
 
Lo relacionado con la reunión de instalación, una vez se hayan posesionado de 
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periodo constitucional de cuatro años para el que han sido elegidos los miembros 
de la Junta Administradora Local, el periodo y conformación de la directiva de ella, 
la convocatoria a reuniones ordinarias y extraordinarias, la iniciativa,  trámite y 
aprobación a los proyectos de resolución y para la toma de otras decisiones 
previstas en la ley como funciones, el método para la realización de las audiencias 
públicas y  el cabildo abierto, la forma para la votación de la mismas, lugar y hora 
de las sesiones, mecanismos para suplir las ausencias temporales que se llegaren 
a presentar, pretendiendo allanar el sendero para cumplir la ley y las funciones 
que definió el legislador al proferir la Ley 136 ya indicada; la forma de regular las 
relaciones con las entidades comunitarias del sector. 
 
Complementando lo anterior se afirma que la primera actuación de las juntas 
administradoras locales  corresponde a la adopción del reglamento interno o de su 
conocimiento y análisis, según sea el caso. 
Concluye el artículo en mención (131) que para los efectos económicos y de la 
gestión, que proyecte el alcalde deberá consultar a las diferentes juntas 
administradoras para la elaboración  y presentación ante el concejo los planes de 
inversión  y el proyecto de presupuesto; de igual manera la norma advierte, que el 
desconocimiento de la participación  ciudadana por parte de las autoridades 
locales, constituye causal de mala conducta.20 
Con base en la norma constitucional que dispuso la nueva presentación de las 
Juntas administradoras Locales, entidad de la que ya se había ocupado el 
Congreso de la Republica en funciones constitucionales al reformar la Carta en 
1968 y en 1986, ya en calidad de legislador ordinario asume nuevamente su 
conocimiento y al dictar “ las normas tendientes a modernizar la organización y el 
funcionamiento de los municipios” expidió la ley 136 con mayor prontitud que en 
otros casos, y en dicho régimen  a partir del  acápite VII, artículo 117 consagró las  
reglas atinentes a la organización de las comunas y corregimientos, en esta 
oportunidad el legislador consideró los aspectos necesarios para la conformación 
y elección de las Juntas Administradoras Locales; involucrando además de la 
voluntad popular, la del alcalde y la del concejo municipal, en razón a que la 
aplicación de la división administrativa del ente territorial en comunas y 
corregimiento se debe hacer mediante acuerdos debidamente discutidos y 
aprobados por el concejo municipal por iniciativa del alcalde respectivo. 
Definió esta Ley 136, que el número mínimo de miembros de las Juntas 







elegidos por los habitantes, inscritos en el censo electoral, de la comuna o el 
corregimiento, preparado por las autoridades municipales de la organización 
electoral ( Registraduría del Estado Civil). Los demás aspectos, tales como 
integración de barrios y linderos o límites de cada comuna en lo urbano, o veredas 
y parajes del sector rural, serán definidos por el alcalde y el correspondiente 
concejo al momento de decidir sobre la adopción de este mecanismo de 
administración local y participación ciudadana en el manejo de sus propios 
asuntos. 
La asignación de un territorio o área como “jurisdicción” de las Juntas 
Administradoras Locales da origen la  “circunscripción electoral local”, incluida 
en  la circunscripción municipal.  
Las funciones aquí relacionadas, se efectuarán mediante actos administrativos 
con la formalidad de resoluciones y estarán bajo el control fiscal aplicado por la 
contraloría municipal, o en su defecto la auditoria especial que la contraloría 
departamental asigne a los municipios que carezcan de órgano propio de control; 
el control jurisdiccional de los actos ya indicados, contratos, hechos y operaciones 
administrativas será de competencia de la Jurisdicción  de lo Contencioso 
Administrativo, en los términos que se señalan para el orden municipal. 
 
4.1 ¿QUIÉNES SE PUEDEN POSTULAR PARA INTEGRAR LAS JUNTAS 
ADMINISTRADORAS LOCALES? 
 
Este aspecto que resulta trascendental para el ejercicio de la democracia, que por 
su propia naturaleza encierra la práctica de elegir y ser elegido para ocupar cargos 
o desarrolla funciones en el sector público y como parte del poder público y 
reconoce a favor de los ciudadanos la existencia de los derechos fundamentales 
establecidos en la Carta con una indiscutible esencia política y de control en los 
términos del artículo 40 de la Constitución Política vigente: 
Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control 
del poder político 
La designación de los miembros de las Juntas Administradoras locales 
corresponde a los habitantes de la comuna, corregimiento o localidad mediante el 
voto secreto y directo, como ya se ha indicado. 
  
Consecuentes con lo anterior es propio afirmar que el medio de participación que 
la organización político-jurídica nacional le ofrece al ciudadano, idóneo por 
naturaleza es el voto; esta institución bivalente por ser un derecho como ya se ha 
indicado, de suyo constituye un deber como de manera práctica se  resume en el 
numeral 5 del artículo 95 de la Constitución consagrado en los siguientes 
términos: 
 ….son deberes de la persona y del ciudadano: 
 5°- Participar en la vida política, cívica y comunitaria del país; 
En este contexto y para allanar la voluntad del ciudadano tanto frente al ejercicio 
del derecho como en el cumplimiento del deber aludido, el constituyente último en 
ser convocado ha definido en los términos del artículo 258 de la Carta lo 
relacionado con el sufragio y las elecciones así: 
 El voto es un derecho y un deber ciudadano. 
En todas las elecciones, los ciudadanos votarán secretamente en cubículos 
individuales instalados en cada mesa de votación, con tarjetas electorales 
numeradas e impresas en papel que ofrezca seguridad, las cuales serán 
distribuidas oficialmente. La organización electoral suministrará 
igualitariamente a los votantes instrumentos en los cuales deben aparecer 
identificados  con claridad y en igualdad de condiciones todos los 
candidatos. 
La ley podrá implementar mecanismos de votación que otorguen más y 
mejores garantías para el libre ejercicio de este derecho de los ciudadanos 
Atendiendo la dirección de la norma anterior se aprecia que el ejercicio del 
derecho de elegir y el cumplimiento del deber con idéntica finalidad es un asunto 
de vital importancia en la vida institucional de la comunidad y por ende del propio 
Estado. 
La anterior  afirmación halla su respaldo en la propia norma superior al consagrar 
que: 
Los ciudadanos eligen en forma directa presidente y vicepresidente de la 
republica, senadores; representantes, gobernadores, diputados, alcaldes, 
concejales municipales y distritales, miembros de juntas administradoras 
locales, y en su oportunidad, los miembros de la Asamblea nacional 
  	
constituyente y las demás autoridades o funcionarios que la Constitución 
señale.21 
La norma en cita por ella misma advierte o reafirma la manera de integrar los 
cuerpos colegiados o corporaciones públicas, entre ellas, las juntas 
administradoras locales, tema central en comento. 
Ahora bien, ¿Cuándo se ejerce el derecho y se cumple con el deber de 
elegir?. Respecto de dicha oportunidad se debe partir igualmente de la 
Constitución Política en cuyo artículo 262 se advierte que: 
La elección del presidente y vicepresidente no podrá coincidir con otra 
elección. La de congresistas se hará en fecha separada de la elección de 
autoridades departamentales y. municipales 
En este sentido,  se concluye entonces que en el territorio nacional cada cuatro (4) 
años22, sin que necesariamente coincidan en el mismo año, se produce  la 
elección separada de presidente y vicepresidente de la republica, de congresistas 
(senadores y representantes a la cámara) y la de las autoridades  territoriales; en 
los departamentos: gobernadores y diputados; en los municipios y distritos: 
alcaldes y concejales y  miembros de juntas administradoras locales y ediles. 
Para esta última elección es pertinente armonizar el contenido de los artículos 50, 
85 y 121 de la ley 136 de 1994 obviamente en el marco de la Constitución Política 
como ya se ha indicado. 
La ley  se ocupó igualmente de establecer las calidades para ser miembros de una 
Junta administradora, mandato que armonizado con el universo  de las 
inhabilidades determina el perfil de los  ciudadanos aspirantes a integrar las juntas 
en cuestión, es decir, quien aspire a ser  miembro de estas juntas deberá acreditar 
los siguientes requisitos: 
*Ser residente o haber ejercido cualquier actividad  laboral o profesional en la 
respectiva comuna o corregimiento, por lo menos durante los seis (6) meses 
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4.2. INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES DE LOS MIEMBROS DE LAS 
JUNTAS ADMINISTRADORAS LOCALES: 
 
La Corte Constitucional ha definido la inhabilidad en los siguientes términos: 
“Aquellas circunstancias creadas por la Constitucion o la ley, que 
imposibilitan que una persona sea elegida o designada en un cargo público, 
y en ciertos casos, impiden el ejercicio del empleo a quienes ya se 
encuentran vinculados al servicio, y tiene como objetivo primordial lograr la 
moralización de quienes van a ingresar o ya están desempeñando empleos 
públicos”.23 
Para complemento de lo anterior, la Ley 734 de 2002  incorpora las inhabilidades, 
impedimentos, incompatibilidades y conflicto de intereses señalados en la 
Constitucion. La Ley Disciplinaria agrega la figura de la inhabilidad sobreviniente 
referida  en su artículo 37 con el siguiente tenor:  
Artículo 37-. Inhabilidad sobreviniente-. Las inhabilidades sobrevinientes se 
presentan cuando al quedar en forme la sanción de destitución e inhabilidad 
e inhabilidad general o la de suspensión  e inhabilidad especial o cuando se 
presente el hecho que las genera, el sujeto disciplinable sancionado se 
encuentra ejerciendo el cargo o función pública diferente de aquel o aquella 
en cuyo ejercicio cometió la falta objeto de la sanción. En tal caso, se le 
comunicará al actual  nominador para que proceda en forma inmediata 
hacer efectivas sus consecuencias. 
La Ley 734 referida, agrega en su artículo 38 bajo la denominación de otras 
inhabilidades un conjunto de situaciones fácticas que habrá de armonizarse en la 
realidad con el contenido del inciso primero del artículo 124 de la ley 136, en el 
que el legislador incluyó las  inhabilidades propia aplicable a los ciudadanos  que 
aspiren a ser elegidos miembros de  las Juntas Administradoras Locales, es decir 
no podrán ser elegidos los ciudadanos que se encuentre en alguna de las 
siguientes situaciones: 
1° Haber sido condenado a pena privativa  de la libertad dentro de los diez (10) 
anteriores a la elección, excepto en los casos de delitos culposos o políticos. 
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2° Haber sido sancionado con destitución de un cargo público, excluido del 
ejercicio de una profesión o sancionado más de dos (2) veces por faltas a la ética 
profesional o a los deberes de un cargo público. 
3° Ser miembro de las corporaciones públicas de elección popular, servidores 
públicos o miembros de las juntas y consejos directivos de las entidades públicas 
de entidades del respectivo municipio. 
Las inhabilidades aquí referidas son de una claridad meridiana tal, que resultaría 
llover sobre mojado, si se procurara dar una explicación de ellas. 
No obstante, en virtud de la última reforma política aprobado por el Congreso de la 
Republica y mediante la cual se hizo responsable a los partidos y movimientos 
políticos de las inhabilidades que puedan presentar  los respectivos candidatos a 
ocupar cargos públicos ya como miembro de una corporación  pública o un 
empleo, llegándose a la perdida de la personería jurídica, en esta oportunidad y 
para la elección de octubre, tanto los partidos como el mismo Ministerio Público, 
por primera vez en la historia electoral colombiana, los primeros negaron a 
muchos de sus militantes el aval respectivo para la correspondiente inscripción y 
la Procuraduría General de la Nación reportó a la organización electoral la relación  
de los ciudadanos que presentaron inhabilidades por haber sido sancionados 
disciplinariamente o hallarse incursos en procesos de tal naturaleza. 
En este sentido y por tratarse del proceso eleccionario del nivel territorial, es decir, 
para la elección de gobernadores, diputados, alcaldes municipales y distritales, 
concejales y miembros de juntas administradoras locales, el boletín de la 
organización electoral refiere a que un total de 118 aspirantes vieron frustradas 
sus aspiraciones como consecuencia del régimen disciplinario que cobija a los 
ciudadanos que aspiran ingresar al servicio público.24 
Consecuentes con lo anterior, la Procuraduría general de la Nación halla en la 
verificación de los antecedentes de los ciudadanos que pretendieron su ingreso a 
la función pública, en su condición de miembros de las Juntas administradoras 
Locales un gran número de casos de violación del artículo 66 del Decreto-ley 1421 
de 1993, artículos 38, numero 1° y 40 de la Ley 734 de 2000, ley 599 de 2000, 
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4.3. POSESIÓN Y VACANCIA  DE LOS INTEGRANTES DE LAS JUNTAS    
ADMINISTRADORAS LOCALES. 
 
Dando cumplimento al mandato constitucional, los integrantes o miembros de las 
Juntas administradoras Locales por su calidad de servidores públicos deberán 
posesionarse para un periodo de cuatro años25, ante el alcalde del respectivo 
municipio, requisito, que implica prestar juramento de cumplir y defender la 
Constitucion y desempeñar los deberes que le incumben.26 
La posesión bien puede ser colectiva o individual y dicha actuación reafirma que la 
labor de las Juntas Administradoras Locales de manera general y de sus 
integrantes considerados individualmente, está comprendida en la función pública. 
Las vacancias absolutas se pueden presentar en razón a los siguientes 
acontecimientos: 
1- La muerte,  
2- La renuncia legalmente aceptada. 
3- La declaratoria de nulidad de la elección. 
4- La decisión de autoridad competente que los prive del derecho de ejercer 
funciones públicas como producto de una sanción disciplinaria. 
5- La pérdida de la investidura. 
Los cupos de las Juntas Administradoras serán llenados por los candidatos no 
elegidos, según el orden de inscripción en la lista respectiva para la terminación 
del periodo de cuatro años ya que este es institucional y no personal. 
 
4.4.  EL RÉGIMEN DE INCOMPATIBILIDADES DE LOS MIEMBROS DE LAS 
JUNTAS ADMINISTRADORAS LOCALES. 
El tema de las incompatibilidades que se procede a referir, requiere 
necesariamente como ya se hizo con  el régimen de las inhabilidades, considerarlo 
a la luz del Código Único Disciplinario, reglamentación que en su parte general se 
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refiere a “otras  incompatibilidades” permitiendo que por deducción se afirme que 
en cada caso partículas habrá  un rol de estas circunstancias que no permitirán a  
los ciudadanos que ostentan la calidad de servidores públicos actuar de 
determinada manera. Estas “otras incompatibilidades” son: 
 Ley 734 de 2002 
 Artículo 39….. 
1°- Para los gobernadores, diputados, alcaldes, concejales y miembros de 
juntas administradoras locales, en el nivel territorial donde hayan ejercido 
jurisdicción desde el momento de su elección y hasta cuando este 
legalmente terminado el periodo: 
a-) Intervenir en nombre propio o ajeno en asuntos, actuaciones 
administrativas o actuación contractual en los cuales tenga interés el 
departamento, distrito o municipio correspondiente, o sus organismos. 
b-) Actuar como apoderado o gestores de entidades o autoridades 
disciplinarias, fiscales, administrativas o jurisdiccionales 
2°- Para todos los servidores públicos27, adquirir o intervenir directa o 
indirectamente, en remate o venta de bienes que se efectúen en la entidad 
en que labore o en cualquier otra sobre la cual se ejerza control jerárquico o 
de tutela o funciones de inspección, control y vigilancia. Esta prohibición se 
extiende aún encontrándose en uso de licencia. 
Articulo 40. Conflicto de intereses. Todo servidor público  deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control, o decisión, o lo tuviere su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, o alguno de sus parientes  dentro del 
cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, o su 
socio o socios de hecho o de derecho. 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto 
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Sobre este aspecto, es conveniente anotar que una vez posesionados los 
miembros de la Juntas Administradoras Locales de conformidad a lo establecido 
por los concejos municipales y ante los respectivos alcaldes, quedan, en su 
condición de servidores públicos cobijados por el régimen de incompatibilidades 
que de manera especial consagra la ley 136 de 1994, modificada por el artículo 44 
de la ley 617 de 2000 y que son del siguiente contenido: 
1- Aceptar cargo alguno de los contemplados en el numeral dos de las 
incompatibilidades aquí señaladas, so pena de la perdida de la 
investidura. 
2- Celebrar contrato alguno en nombre propio o ajeno, con las entidades 
del respectivo municipio, o ser apoderados ante las mismas, con las 
excepciones que adelante se establecen. 
3- Ser miembro de juntas directivas o consejos directivos de los sectores 
central o descentralizado del respectivo municipio o de instituciones que 
administren tributos procedentes del mismo. 
4- Ser representantes legales, miembros de juntas o consejos directivos, 
auditores o revisores fiscales, empleados o contratistas de empresas 
que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social en el 
respectivo municipio o distrito. 
Este conjunto de incompatibilidades presenta en la ley (tanto en la 136 de 1994 
como en la Ley 617 de 2000) el  periodo de su vigencia y la relación particular de 
las excepciones a las mismas, así: 
Artículo 127 de la ley 136 de 1994, reformado por el artículo 46 de la ley 
617 de 2000-. Las incompatibilidades de los miembros de las juntas 
administradoras locales municipales y distritales  tendrán vigencia  hasta la 
terminación del vencimiento del periodo constitucional respectivo. En caso 
de renuncia se mantendrán durante los seis (6) mese siguientes a su 
aceptación, si el lapso que faltare para el vencimiento del periodo fuere 
mayor. 
Quien fuere llamado a ocupar el cargo de miembro de juntas 
administradoras locales, quedará sometido al régimen de 
incompatibilidades a partir de su posesión. 
Respecto a las excepciones del régimen anterior, el legislador dispuso las 
siguientes situaciones no previstas como incompatibilidades o impedimentos: 
  
Artículo 128 de la ley 136 de 1994, modificado y adicionado por los artículos 
45 y 47 de la ley 617 de 2000 Excepciones-. Lo dispuesto en los artículos 
anteriores no obsta para que se pueda ya directamente  o por medio de 
apoderado, actuar en los siguientes asuntos: 
a) En las diligencias o actuaciones administrativas o jurisdiccionales en las 
cuales conforme la ley, ellos mismos, su cónyuge, sus padres o sus 
hijos tengan legítimo interés. 
b) Formular reclamos por cobro de impuestos, contribuciones, tasas y 
multas que graven a las mismas personas. 
c)  Usar-. Los bienes o servicios que las entidades oficiales de cualquier 
clase ofrezca al público bajo condiciones comunes a todos los que lo 
soliciten. 
d) Ser apoderado o defensor en los procesos que se ventilen ante la rama 
jurisdiccional del poder público. 
e)  El ejercicio de la cátedra. 
El legislador siguiendo el hilo conductor trazado por el constituyente del 91 
procurando recuperar la natural transparencia en el manejo de los asuntos 
públicos en la misma Ley 617 referida, extendió a título de prohibiciones a otros 
miembros del grupo familiar de los servidores públicos, en los siguientes términos: 
En el artículo  1° de la ley 810 de 2003 que modificó a su vez al artículo 49 
de la ley 617 aquí referida extendió a  los cónyuges o compañeros 
permanentes28  y parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad y primero civil de los…..miembros de juntas 
administradoras locales municipales y distrital la prohibición para ser 
miembros de  juntas o consejos directivos de entidades del sector central o 
descentralizado del correspondiente  municipio o distrito, al igual que ser 
miembro de juntas directivas, representantes legales, revisores fiscales, 
auditores o administradores de las entidades prestadoras de servicios 
públicos domiciliarios o de seguridad social en el respectivo municipio o 
distrito; de igual manera las personas antes indicadas no podrán ser 
vinculadas como servidores públicos a la administración publica del 
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respectivo municipio ya sea en el sector central o descentralizado, con la 
expresa excepción de las vinculaciones que se deben hacer en virtud de la 
carrera administrativa. Asimismo, dichos familiares de los miembros de las 
Juntas administradoras Locales no podrán, ya sea de manera directa o 
indirecta, suscribir contrato alguno con la administración  pública municipal 
o distrital, tanto en  el sector central como en el descentralizado. 
En atención al reconocimiento de la condición de los diferentes miembros 
de la familia, bien vale la pena acotar que el parentesco existe por 
consanguinidad, afinidad o civil como se indica en el acápite de las 
prohibiciones y en el contexto del artículo 35 y Ss. del código civil 
colombiano, y que se puede explicar en los siguientes términos: 
“parentesco de consanguinidad es la relación o conexión que existe entre 
las personas que descienden de un mismo tronco  o raíz o que están unidas 
por vínculos de sangre”29 
Los hermanos y hermanas son de este orden de parentesco. 
Parentesco legal o por afinidad es aquel que se funda en la relación que 
existe entre una persona que esta o ha estado casada y los consanguíneos 
legítimos de su marido o mujer……Así un varón está en primer grado de 
afinidad legitima en la línea recta, con los hijos habidos por su mujer en 
anterior matrimonio; y en segundo grado de afinidad legítima, en la línea 
transversal, con los hermanos legítimos de su mujer.30 
Parentesco civil es el que resulta de la adopción, mediante la cual la ley 
estima que el adoptante, su mujer y el adoptivo se encuentran entre si, 
respectivamente, en las relaciones de padre, de madre, de hijo. Este 
parentesco no pasa de las respectivas personas31 
En el panorama de las incompatibilidades que se presentan, es de importancia 
suprema cerrar el tema con las expresas prohibiciones que consagra la Ley 136 
de 1994 en su artículo 130 a saber: 
“Los miembros de las corporaciones públicas (se aclara como el Congreso 
de la República, las asambleas departamentales y los concejos municipales 
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las juntas y consejos directivos de las entidades municipales no podrán 
formar parte de las Juntas Administradoras Locales. 
Los miembros de las juntas Administradoras Locales  no podrán hacer parte 
de las juntas o consejos del sector central o descentralizado del respectivo 
municipio.” 
Hecha esta precisión, resulta clara la intención del legislador ordinario al expedir el 
régimen de prohibiciones. 
Necesariamente el tema de las prohibiciones debe leerse en concordancia con los 
conceptos y consideraciones hechas por el Ministerio Público que en ejercicio del 
poder disciplinario ha frustrado el deseo de un centenar de ciudadanos que 
pretendieron postularse para integrar las Juntas Administradoras de las comunas, 
corregimientos y localidades que funcionan actualmente en el país 
 
4.5 PERIODO DE SESIONES DE LAS JUNTAS ADMINISTRADORAS 
LOCALES. 
 
La necesaria preparación de las labores por parte de las Juntas Administradoras 
Locales demanda la existencia de un verdadero calendario de actividades y entre 
estas lo correspondiente a las reuniones ordinarias. 
 
Por tanto, desde la expedición de la Ley 11 y su Decreto 1333 expedidos en 1986, 
se determinó que las Juntas Administradoras debían reunirse por lo menos una 
vez al mes. 
 
Pero la Ley 136 de 1994 reiterando que el periodo de las Juntas Administradoras, 
coincide con el de los concejos municipales y distritales que inicialmente fue 
establecido en tres (3) años y posteriormente, mediante el acto Legislativo 02 de 
2002, ampliado a cuatro (4) años, no hizo referencia al periodo de sesiones de las 
corporaciones locales de las comunas y corregimientos. 
 
En cuanto a las Juntas Administradoras de las localidades en el Distrito Capital, el 
gobierno nacional, mediante el Decreto 1421 de 1993, en su artículo 71 definió el 
calendario de sesiones ordinarias respectivo, de la siguiente manera: 
   
Articulo 71-. Decreto 1421-. Las juntas administradoras locales se 
reunirán, ordinariamente, por derecho propio, cuatro veces al año, 
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así: el primero (1°) de marzo; el primero (1°)  de junio; el primero (1°) 
de septiembre y el primero (1°) de diciembre. Cada vez las sesiones 
durarán treinta (30) días prorrogables, a juicio de la misma junta 
hasta por cinco (5) días más. 
También se reunirán extraordinariamente por convocatoria que les 
haga el respectivo alcalde. En este evento sesionarán por el término 
que señale el alcalde y únicamente se ocuparán de los asuntos que 
él mismo someta a su consideración. 
 
En cuanto a las sesiones ordinarias de las Juntas Administradoras Locales que 
funcionan en los municipios de primera y segunda categoría, el legislador guardó 
silencio cobrando vigencia, por no ser contraria al actual ordenamiento, lo 
dispuesto por el artículo 18 de la ley 11 de 1986; aunque en gracia de discusión, 
bien podría  argumentarse que las sesiones de las juntas administradoras locales 
deben coincidir con el calendario que para el mismo efecto dispuso la ley para los 
concejos municipales; afirmación que se desprende de la lectura del artículo 81 de 
la ley 136 de 1994 que alude a la realización de los cabildos abiertos en cada 
periodo de sesiones ordinarias. 
 
Puesto que se habla de los sesiones ordinarias de las corporaciones públicas 
municipales se puede concluir que los calendarios de ambos periodos de sesiones  
coinciden en el tiempo, o bien se puede inclinar por afirmarse que en cuanto hace 
a las juntas administradoras locales en particular se debe acudir al reglamento 
interno para conocer los respectivos periodos de sesiones ordinarias de cada una 
de ellas. 
 
4.6 LA PÉRDIDA DE LA INVESTIDURA DE LOS MIEMBROS DE LAS JUNTAS 
ADMINISTRADORAS LOCALES 
Antes de abordar el tema indicado, es pertinente hacer alguna referencia respecto 
al concepto, vocablo o término “Investidura” que se predica de los miembros de las 
diferentes corporaciones públicas de elección popular. 
Con la ayuda del Diccionario de la Lengua Española, se puede afirmar que el 
concepto investidura proviene de investir definido como “Conferir una dignidad o 
cargo importante”, por tanto, la expresión  pérdida de la investidura, indica que a 
quien se le ha investido (otorgado una dignidad) le ha sido suspendida tal gracia. 
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En un Estado de derecho como lo es Colombia, el  pueblo mediante el ejercicio de 
los derechos políticos de los ciudadanos confiere mediante el voto directo la 
dignidad de ser sus representantes en las corporaciones públicas entre las que se 
cuentan las Juntas Administradoras Locales. 
En este orden de ideas, se debe retomar  el mandato constitucional previsto en 
normas como el artículo 40  que consagra los derechos políticos, el artículo 95 
especialmente su numeral 5° que involucra la calidad de colombiano en el 
compendio de los deberes y obligaciones de los ciudadanos con el contenido de 
los artículos 258, 260 y Ss., que de manera particular reafirma el derecho político y 
su mayor efecto legitimador de la voluntad popular o de la comunidad. 
Es entonces menester entender que quien confiere especial dignidad a los  
ciudadanos que integran las Juntas Administradoras Locales es la propia 
comunidad y solo ella mediante el ejercicio del voto popular o mandato 
La capacidad  para suspender la investidura como se enuncia anteriormente, fue 
considerada por el constituyente último y consagrada en la Carta a la altura del 
artículo 183, referida de los congresistas, Posteriormente el legislador, al expedir 
la ley 617 en el año 2000 hizo extensiva esta medida de control a los integrantes 
de otras corporaciones publica de elección popular como lo son los diputados, 
concejales municipales y distritales y a los miembros de las juntas administradoras 
locales y ediles. 
La inclusión de la institución en cita en nuestro ordenamiento constitucional 
obedeció a un indiscutible intencionalidad ética ya que no es posible ocultar o  
ignorar el deseo de lograr que la gestión que realizan estos servidores públicos 
esté enmarcada en los principios de la transparencia e imparcialidad, asimismo en 
el cabal cumplimiento de de sus deberes. 
Resulta conveniente destacar en este aparte la referencia histórica o antecedentes 
constitucionales de la institución “Pérdida de la investidura” realizada en la obra 
“Perdida de la investidura de los congresistas” por el investigador y docente 
universitario Fernando Brito Ruiz en la investigación sobre el tema con el auspicio 
editorial de la Universidad libre en el año 2005. 
Retomando el tema en comento, consagró el legislador las siguientes causales, 
apreciadas en  contexto del artículo 48 de la ley 617 de 2000, como originarias de 
la pérdida de la investidura otorgada mediante el voto popular a los integrantes de 
las Juntas administradoras Locales,  las siguientes:                                                                           
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1° Por violación al régimen de incompatibilidades o de conflicto de 
intereses. No existirá conflicto de interese cuando se trate de considerar 
asuntos que afecten  al… miembros de las juntas administradoras locales 
en igualdad de condiciones a las de la ciudadanía en general. 
 
2° Por la inasistencia en un mismo periodo de sesiones a cinco (5) 
reuniones plenarias o de comisión en las que se voten proyectos de 
resolución. 
 
3° Por no tomar posesión del cargo dentro de los tres (3) días siguientes a 
la fecha de instalación, a la fecha en fueren llamados a posesionarse. 
 
4° Por  indebida destinación de dineros públicos 
 
5° Por tráfico de influencias debidamente comprobado. 
 
6 Por las demás que causales  expresamente previstas en la ley 
 
 
4.7 LAS JUNTAS ADMINISTRADORAS, EL PROCESO ELECTORAL, LOS 
PARTIDOS Y MOVIMIENTOS POLÍTICOS:  
De la estructura del Estado y con papel preponderante, hace parte la organización 
electoral, a ella corresponde de manera ordinaria,  cada cuatro (4) años facilitar la 
actualización de los integrantes del poder público y de éste hacen parte las Juntas 
Administradoras Locales, cuya elección se realiza en la misma fecha en que se 
eligen otras autoridades administrativas del orden territorial como lo son los 
gobernadores, diputados, alcaldes y concejales. 
En este sentido es conducente observar la postulación de los ciudadanos que 
aspiran a integrar las diferentes Juntas Administradoras Locales y de localidades 
que funcionan en los municipios y distritos colombianos en el marco de los 
partidos y movimientos políticos, como medio idóneo de promover la participación 
de la comunidad en los asuntos que son de su interés como lo establece la 
Constitución Política. 
El proceso eleccionario se desarrolla mediante dos etapas: la primera, ya 
explicada y que alude a las inhabilidades previstas por la ley respecto de las 
personas que aspiren a integrar las Juntas Administradoras Locales.  
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La segunda etapa, hace referencia a los requisitos que la ley electoral reclama a 
los partidos y movimientos políticos mentores o promotores de las candidaturas de 
los diferentes ciudadanos; esta fase encierra dos aspectos bien definidos y no 
menos importantes tales como el aval y el cumplimiento de la ley de cuotas o 
cupos de género. 
El aval político corresponde a la autorización que da el partido o movimiento 
político para que se proceda, por parte de la organización electoral, a la respectiva 
inscripción de la candidatura. 
Dicho aval es la manifestación expresa de la aceptación por parte de los partidos y 
movimientos políticos para que un ciudadano determinado sea legítimo aspirante a 
formar parte de la corporación local y por ende del cumplimiento de los requisitos 
de ley y del propio partido y movimiento político para obtener tal autorización. 
Esta etapa es antecedida por la verificación que del postulante, su situación 
personal, antecedentes administrativos, fiscales, disciplinarios y penales debe 
realizar el partido o movimiento político y ello demanda, en los tiempos actuales, 
una verdadera y sana práctica al interior de los partidos políticos, lo cual 
contribuye a su sólida organización administrativa y funcionamiento democrático. 
El aval es entonces la aceptación por parte del partido o movimiento político para 
que un ciudadano se postule en su nombre (del partido o movimiento político) y 
concite de la comunidad la atención con fines electorales y este será otorgado de 
manera escrita y motivada; al igual que su negación, estableciendo en este caso, 
al interior del partido o movimiento político un recurso de segunda instancia u 
opinión respecto a los motivos que sustentan la negación del aval. 
El proceso se concluye con la inscripción de la candidatura ante los funcionarios 
de la organización electoral que actúan de conformidad con el aval otorgado por el 
partido o movimiento político; la autoridad electoral  ejecuta esta función en 
consideración a tres aspectos de manera particular; el primero alude a la 
verificación de las condiciones que hacen hábil al ciudadano para participar en las 
elecciones y ser candidato, es decir, que no este inhabilitado en los términos de la 
ley; y el segundo, que el partido o movimiento político no haya  propuesto un 
número de aspirantes mayor al que integran la respectiva corporación; y el tercero 
que  cumpla con la ley de cuotas de género en el sentido de que al menos el 30% 
del total de los cargos se hayan asignados a ciudadanas. 
Cumplidos los anteriores trámites se perfecciona el proceso de inscripción y los 
partidos y movimientos políticos pueden iniciar la campaña electoral publicitaria en 
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pos del favor popular de la comunidad de determinada comuna, corregimiento o 
localidad. 
En gracia de discusión, se plantea la opción de la revocatoria del aval otorgado a 
un aspirante, aun después de haberse agotado el trámite de la inscripción de la 
candidatura ante el registrador del estado civil, lo que necesariamente dejaría sin 
piso legal la propia inscripción concluyendo el proceso de manera anormal. 
En resumen, el aval para la inscripción corresponde únicamente otorgarlo al 
partido o movimiento político y es el sustento legal de la inscripción de la 
candidatura del aspirante a ser miembros de la Junta Administradora Local y en el 
evento de ser revocado o suspendido, esta quedará sin efecto alguno y la 
responsabilidad será de manera exclusiva del partido o movimiento político que 
así ha procedido. Sin el  aval no será posible tramitar inscripción alguna, pero 
podrá presentarse casos en que a pesar de obtenido el aval no es procedente, en 
los términos de la ley, la inscripción de ninguna candidatura. 
En este sentido se presenta un rol de autonomías; las de los partidos y 
movimientos políticos, de origen legal pero de trámite estatutario, para otorgar, 
negar o revocar un aval, y el de la organización electoral al aceptar la inscripción 
como consecuencia de la autorización o aval otorgado al aspirante, o negarla con 
base en el incumplimiento de los requisitos de ley; inclusive los esenciales para 
otorgar el aval, si el partido o movimiento político no fue lo suficientemente 
diligente en el estudio para tal efecto. 
 
  
5. DATOS DE LAS JUNTAS ADMINISTRADORAS LOCALES EN DIFERENTES 




Según los resultados de las elecciones municipales publicados por la 
Registraduría Nacional del Estado Civil, los Departamentos del Valle del Cauca y 
Tolima son los que tienen más Juntas de Administradoras por el número de 
Comunas y Corregimientos creados en sus municipios. 
A nivel Municipal específicamente Quibdó, Montería, Valledupar, Tuluá, Popayán y 
Honda son los que tienen mayor número de Juntas Administradoras Locales a 
nivel rural (en corregimientos).  
A nivel urbano, el mayor número de comunas se localizan en Cali (22), le siguen 
en número: Pereira (19), Bucaramanga (17), Palmira (16) e Ibagué (13).32 
Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil Elecciones 2007. 32 
Para las elecciones del 2011 fueron 110 municipios de 29 departamentos del país 
los que tuvieron la posibilidad de elegir representantes en un nivel más cercano a 
los pobladores que la escala municipal.  
Son 697 las juntas administradoras locales en las que se renovaran sus miembros. 
Quienes fueron electos tienen en sus manos la tarea de promover e incentivar la 
participación ciudadana y la adecuada prestación de servicios en esta escala 
territorial. 
En esos 110 municipios existen candidatos y candidatas, postulados por partidos y 
movimientos políticos y por grupos significativos de ciudadanos, que han puesto a 
consideración del electorado sus propuestas para mejorar el entorno local. 
Allí donde funcionan las JAL, se debe realizar un ejercicio juicioso de análisis de 
los contenidos de esas propuestas, de las hojas de vida de los inscritos y de las 
organizaciones políticas a las cuales pertenecen. Esto permitirá tomar una 
decisión informada y tener elementos que permitan, posteriormente, realizar 
control y seguimiento frente a su gestión. 
No hay que olvidar que la importancia de los ediles o comuneros a radica en que 
son los representantes que informan las necesidades de la comunidad a las 
autoridades municipales, y al mismo tiempo, contribuyen a resolver problemas 
sentidos a nivel barrial y corregimental en los respectivos municipios.  
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Otra normatividad especializada para algunos municipios por sus características 
particulares se puede contemplar en este acápite: 
1. En Bogotá mediante la expedición del Decreto Ley 1421 de 1993 se definió la 
división del territorio político administrativamente en 20 Localidades, cada 
una de las cuales cuenta con su respectiva Junta Administradora Local y un 
Fondo de Desarrollo Local. 
2. Esta división político-administrativa se reforzó con la entrada en vigencia de 
la Ley 768 de 2002 en la que se establece el Régimen Particular aplicable a 
Cartagena, Santa Marta y Barranquilla. En esta norma se establece para 
Cartagena la creación de 3 Localidades que cuentan cada una con su 
respectiva Junta Administradora Local. 
 
3. En esta misma Ley 768 de 2002 se divide al Distrito Especial Industrial y 
Portuario de Barranquilla en 5 Localidades que cuentan cada una con su 
respectiva Junta Administradora Local32. 
En el caso que nos ocupa específicamente en Pereira – El proceso de 
inscripciones de cédulas para el mes de Marzo 2011 fecha en que se 
sucedieron las últimas inscripciones para las elecciones de este tipo de 
participación ciudadana y que al respecto el Registrador Departamental, Roberto 
Millán manifestó que las cédulas inscritas para las elecciones de octubre podrían 
ser más de 100.000. A esa fecha 4.914 ciudadanos habían inscrito su documento 
en Risaralda con la intención de votar. 
Desde el 23 de febrero empezaron la inscripción de las cédulas para los 
ciudadanos que pretenden ejercer su derecho al voto, pero aún es la primera fase 
a la que pueden acudir los risaraldenses u otros habitantes nacionales que estén 
en la región para los comicios. 
Según el Dr. Millán, en las elecciones del año pasado fueron inscritas alrededor de 
noventa y tres mil cedulas (93.000) mil cédulas, y destacó que para las votaciones 
regionales crece el número de personas que acuden a la Registraduría para dicho 
fin, ya que “son más candidatos impulsando sus campañas”. 
Para entrar a hablar de las elecciones, debemos tener en cuenta que se debe 
hacer la correspondiente inscripción, teniendo esta como el acto mediante el cual 
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el ciudadano se registra ante el funcionario electoral, con el fin de quedar incluido 
en el censo y así poder ejercer su derecho. 
Las cédulas inscritas en el Departamento de Risaralda durante las últimas 
elecciones populares en las cuales se eligieron los integrantes de las JAL fueron 
las siguientes:  
Dosquebradas    1.443,  
Pereira    959 
Santa Rosa    595 
Belén de Umbría    360 
Mistrató    230 
La Virginia    225 
Quinchía    199 
Guática    191 
Marsella    186 
Santuario    134 
La Celia    124 
Apia    110 
Balboa    107 
Pueblo Rico    5133 
 
Risaralda siguió el ejercicio electoral que se llevó a cabo en el resto del país, que 
consistió en sortear la ubicación de logos de los partidos y movimientos políticos 
en el nuevo modelo de tarjeta electoral, que se estrenó en las elecciones del 30 de 
octubre. 
Para el caso de los candidatos a la Gobernación, a la Asamblea Departamental, a 
la Alcaldía de Pereira, y listas al Concejo Municipal y JAL, el registrador Roberto 
Millán desarrolló el sorteo con la asistencia delegados de las diferentes 
colectividades. 
La tarjeta electoral para las corporaciones uninominales como son Gobernaciones 
y Alcaldías lleva la foto y el nombre del candidato. Para los cargos plurinominales 
como Asambleas, Concejos y Juntas Administradoras Locales llevó el logo del 
partido o movimiento político y el número del candidato si eran listas con voto 






El siguiente paso en el calendario electoral es remitir a la Procuraduría General de 
la Nación y a los organismos competentes, la relación de los candidatos cuya 
inscripción fue aceptada, para que verifiquen sanciones e inhabilidades.33 
Una vez electos los miembros de las JAL, se procede a su posesión de la misma 
forma como lo hacen los demás cuerpos colegiados elegidos por votación popular.  
Se llevó a cabo la jornada de capacitación en Septiembre de 2012 un mes 
después de las elecciones consistente en el Foro de Juntas Administradoras 
Locales en el marco de la Ley 1551 De 2012 con la participación de más de un 
centenar de comuneros.   
Contó con un componente académico y la participación de algunos representantes 
de la Asociación de Juntas Administradoras Locales de Pereira ASOJAL; con este 
foro se pudo dislumbrar a los participantes de los artículos que trae  la Ley 1551 
de 2012 donde se otorgan una serie de beneficios para los comuneros como los 
señalados en el artículo 42 Parágrafo 1° "En aquellos municipios cuya población 
sea superior a cien mil (100.000), los Alcaldes garantizarán la seguridad social en 
salud y riesgos profesionales de los ediles 
Con un ingreso base de cotización de un (1) salario mínimo legal mensual vigente 
y sin que esto implique vinculación laboral con la entidad territorial, a través de la 
suscripción de una Póliza de Seguros con una compañía reconocida oficialmente 
de conformidad con el reglamento que para tal efecto expida el Concejo Municipal. 
En materia pensional los miembros de las Juntas Administradoras Locales 
gozarán de los beneficios establecidos por el artículo 26 de la Ley 100 de 1993. 
También deberá suscribirles una Póliza de vida en los términos del artículo 68 de 
la Ley 136 de 1994. 
También advirtió la obligación que impone la Ley 1551 de 2012 con relación al 
número de sesiones que deben realizar los miembros de las Juntas 
Administradoras Locales al año, el cual será de hasta 80 ordinarias y 20 
extraordinarias, finalmente exhortó a la administración municipal para que dé 
cumplimiento a la Ley en los términos que dispone la misma34. 
Dentro de los temas tratados por los comuneros electos en Pereira se tuvo como 
prioridad las problemáticas que afectan la ciudad. 
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La mayor problemática de Pereira es la drogadicción y la  prostitución. Además de 
confluencia de desplazados. 
Ante la problemática descrita los comuneros de Pereira han consolidado un Plan 
para convertir las escuelas y colegios en verdaderos laboratorios de paz para que 
los desertores del sistema escolar vuelvan a sentirse motivados  e incluidos en el 
sistema escolar, más que el ornato, el embellecimiento, plantas físicas, ferias 
escolares, festivales y grandes plataformas comerciales es vital construir y 
reconstruir el tejido social mediante programas de seguridad ciudadana, que 
acaben con la inequidad y la razón de ser, del dinero fácil de los grupos armados 
ilegales.   
Otro problema  es el que tiene relación directa con el desempeño de las funciones 
de los integrantes de las Juntas Administradoras Locales como corporaciones 
públicas, pues desde el año 1.988 se están eligiendo Juntas Administradoras 
Locales en la ciudad, y hasta la fecha no han podido desempeñar sus funciones 
por falta de conocimientos y capacitación adecuada. 
Todo lo anterior debe ser conocido por el ciudadano colombiano, y para tal efecto 
se requiere la capacitación permanente y constante de ellos. Es necesaria una 
capacitación, ojalá permanente, al miembro de la JAL para que sea un verdadero 
protagonista de la transformación que necesita esta sociedad, tomando una 
posición activa en el campo de la participación ciudadana. 
 Vemos como en cuanto a este tema se han tomado medidas de mejoramiento y 
se logró una capacitación que han recibido los comuneros electos en la 
Universidad Tecnológica de Pereira, la cual abrió un Diplomado en Estructuras y 
Funciones de las Juntas Administradoras Locales. 
 
Con el diplomado, se trató de dar solución a través de una capacitación teórico 
práctica de las acciones a ejecutar por parte de los Miembros de las Juntas 
Administradoras Locales (JALS), a la ausencia de capacitación, con el ánimo de 
que éstas se conviertan efectivamente en instancias de representación y 
participación, siendo ellas los actores principales de los procesos participativos en 
la promoción de la " ciudadanía activa”. 
 
El diplomado tuvo como objetivo general, formar comuneros capaces de participar 
espontáneamente en grupos de trabajo, de intercambio, de opiniones y difundir 
  
criterios democráticos en las negociaciones y necesidades, convirtiéndose en 
instancias de concertación, participación y representación. 
 
Entre los objetivos específicos, fue concientizar a los participantes del papel para 
el cual se elige la JAL, siendo su principal tarea la de garantizar la participación de 
los habitantes en la toma de las decisiones que afectan el mejoramiento de los 
servicios públicos que el Estado debe prestar en la comuna o el corregimiento, 
debiendo intervenir en la elaboración de los planes de desarrollo local. 
 
De los objetivos logrados, se puede decir que los participantes comprendieron que 
la asignación de nuevas funciones y competencias por parte de la Constitución de 
1991, originó nuevas formas de relación Estado-Comunidad trayendo como 
consecuencia la intervención ciudadana en la gestión municipal mediante 
instrumentos y canales de participación real y efectiva; estas nuevas formas de 
relación han obligado, como en el caso de las JAL, a modificar los estilos de 
gestión no solo en términos del manejo de recursos, sino de relaciones con toda la 
organización civil y comunitaria que se encuentre dentro del territorio de su 
respectiva jurisdicción. 
 
Es el concepto de los investigadores del presente proyecto, que el accionar del 
miembro de Junta Administradora Local, debe estar destinado a consolidar la 
democracia no solo como régimen político, sino a potenciar y fortalecer el 
desarrollo de la democracia como un estilo de vida que favorece nuestra 
convivencia. Capacitar a los miembros de la JAL en el cumplimiento de sus 
funciones, significa fortalecer el empoderamiento de la cultura de la democracia, 
es generar en ellos la capacidad de actuar cívica y responsablemente,  
consustanciándose con valores como la justicia, la libertad, la responsabilidad, la 
legalidad, el pluralismo, la tolerancia, el respeto mutuo, la participación y la 
democracia propiamente dicha. 
 
Capacitar o formar para la democracia implica crear las condiciones que hacen 
posible la convivencia y la práctica de dichos valores. Es por ello que la formación 
o capacitación es un instrumento fundamental para la democracia, porque no solo 
debemos trasmitir conocimientos o contenidos (por ejemplo, aprender de memoria 
nuestros derechos constitucionales) sino, generar conductas sociales 
responsables que serán las que obrarán como el mejor guardián de los derechos 
inalienables de todos y cada uno de nosotros (siguiendo nuestro ejemplo: cómo 
ejercer esos derechos y cómo respetar esos mismos derechos para los demás). 
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La capacitación y formación, en el cumplimiento de las funciones asignadas formal 
e informalmente a las JAL, genera en el miembro y en la JAL, mayor capacidad de 
gestión y concertación tanto en la comunidad como en sus relaciones con el 
gobierno y las instituciones. Ella le brinda un mejor conocimiento de las 
estructuras sociales, políticas, permitiéndole tomar decisiones sobre el manejo del 
presupuesto y planes de desarrollo de su Comuna o Corregimiento, es decir, el 
miembro de JAL. Tendrá el criterio y la capacidad de fijar objetivamente los puntos 







- Las Juntas Administradoras Locales son Corporaciones Públicas de 
carácter Nacional. 
- La elección de las mismas se hace mediante voto popular por un periodo de 
cuatro años, lo que los convierte en un máximo ente de la representación 
política de carácter local, sus miembros tienen la calidad de servidores 
públicos. 
- Las Juntas Administradoras Locales, a pesar de contar con importancia 
legislativa y estar legitimadas en nuestra Constitución Política de Colombia 
en su Art.318, no tiene la importancia que debería en la practica, ni a nivel 
de la municipalidad; pues carece de presupuesto y sus funciones son 
prácticamente de veeduría. 
- Tiene gran campo de cobertura, pues las mismas existen tanto en el sector 





- Descentralización fiscal y presupuestal al interior del municipio para que 
cada Junta Administradora Local  pueda cumplir a cabalidad con  su plan 
de desarrollo local. 
- La ley al tener las Juntas Administradoras como un mecanismo  de 
participación ciudadana, debería darle la importancia que se debe; para 
poder que se cumpla con el objetivo para lo cual fueron creadas y así 
propender porque se de una acercamiento entre la comunidad y la 
administración,  y se de la tan anhelada participación de la comunidad en 
los asuntos públicos y la descentralización local. 
- Se debe ofrecer capacitación continua a aquellas personas que son 
miembros de las Juntas Administradoras Locales, para que estas personas 
adquieran un perfil en gestión pública y democrática y puedan ofrecer más 
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